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1.  El presente documento contiene extractos de la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas del caso de Personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República Dominicana. 
De esta manera, se ha realizado una síntesis de los hechos y se incluye sólo algunos párrafos relevantes 
para la presente publicación, así como se han reducido el número y extensión de los pies de página. Los 
números de párrafos corresponden a aquellos de la Sentencia original, mas no así los pies de página. Para 
ver el texto íntegro de la Sentencia siga el siguiente enlace: http://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_282_esp.pdf.
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SENTENCIA

En el caso de Personas dominicanas y haitianas expulsadas,
la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante también 
“la Corte Interamericana”, “la Corte” o “el Tribunal”), integrada por los 
siguientes jueces:

Humberto Antonio Sierra Porto, Presidente;
Roberto F. Caldas, Vicepresidente; 
Manuel E. Ventura Robles, Juez; 
Eduardo Vio Grossi, Juez, y
Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, Juez;

presentes además, 

Pablo Saavedra Alessandri, Secretario, y 
Emilia Segares Rodríguez, Secretaria Adjunta,

de conformidad con los artículos 62.3 y 63.1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos (en adelante también “la Convención Americana” 
o “la Convención”) y con los artículos 31, 32, 65 y 67 del Reglamento de la 
Corte (en adelante “el Reglamento”), dicta la presente Sentencia […]:

[…]

VII.  HECHOS

[El caso se refiere a las privaciones ilegales y arbitrarias de libertad y 
posteriores expulsiones sumarias de personas dominicanas y haitianas de 
República Dominicana hacia Haití, incluidas niñas y niños, ocurridas entre 
los años 1999 y 2000, sin las debidas garantías y sin acceso a un recurso 
efectivo para garantizar sus derechos. En esta situación, los documentos de 
identidad oficiales de algunas de las víctimas fueron destruidos o desconocidos 
por las autoridades estatales al momento de la expulsión, o bien, en otros casos 
las víctimas nacidas en República Dominicana no se encontraban registradas 
ni contaban con documentación que acreditara su nacionalidad. 

Este Tribunal constató que los hechos del presente caso se insertaron 
en un contexto en que, en República Dominicana, la población haitiana 
y las personas nacidas en territorio dominicano de ascendencia haitiana 
comúnmente se encontraban en situación de pobreza y sufrían con frecuencia 
tratos peyorativos o discriminatorios, inclusive por parte de autoridades, lo 
que agravaba su situación de vulnerabilidad. Dicha situación que se vincula 
con la dificultad de quienes integran la referida población para obtener 
documentos personales de identificación. Además la Corte verificó que, 
al menos en la época de los hechos del presente caso, durante un período 
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cercano a una década a partir de 1990, en República Dominicana existía 
un patrón sistemático de expulsiones, inclusive mediante actos colectivos 
o procedimientos que no implicaban un análisis individualizado, de 
haitianos y personas de ascendencia haitiana, que obedece a una concepción 
discriminatoria.

A continuación se reseñan los hechos relevantes de los miembros de cada 
una de las familias víctimas del presente caso: 

a)  Familia Medina, integrada por: Willian Medina, quien nació en 
República Dominicana y portaba su cédula de identidad dominicana; 
su pareja Lilia Jean Pierre, nacida en Haití, y los hijos de ambos: Awilda, 
Luis Ney y Carolina Isabel (fallecida en 2004), los tres con certificados de 
nacimiento y la primera también con cédula dominicana. En noviembre de 
1999 o enero de 2000 funcionarios estatales se presentaron en la casa de la 
familia y sin previa comprobación de su documentación oficial, todos los 
miembros de la familia fueron llevados a la “cárcel de Oviedo”, y después de 
varias horas fueron trasladados junto con otras personas a territorio haitiano. 
Por otra parte, después de la audiencia pública celebrada los días 8 y 9 de 
octubre de 2013, el Estado informó que a partir de actuaciones iniciadas en 
septiembre de 2013, el 18 de octubre del mismo año la Junta Central Electoral 
decidió autorizar la suspensión provisional de las expediciones de actas de 
registros de nacimientos de Willian Medina Ferreras y de sus hijos Awilda, 
Luis Ney y Carolina Isabel, y que se solicitara ante los tribunales competentes 
las nulidades de sus declaraciones de nacimientos, y adicionalmente se 
recomendó la cancelación de las cédulas de identidad y electoral de Willian 
Medina Ferreras y Awilda Medina Ferreras. Finalmente se pidió someter a la 
acción de la justicia a “Winet” (persona que, de acuerdo a la Junta Central 
Electoral, se habría identificado como Willian Medina Ferreras), por haber 
presuntamente obtenido una identidad “falseada”. A la fecha de la emisión 
de la Sentencia de la Corte Interamericana no ha sido allegada a este Tribunal 
información sobre la conclusión de los procesos referidos. 

b)  Familia Fils-Aimé, integrada por: Jeanty Fils-Aimé (fallecido en 
2009) su compañera Janise Midi quien nació en Haití y cuenta con cédula 
de identidad haitiana, y los hijos de ambos: Antonio, Diane y Endry, 
respecto de quienes, al igual que respecto de Jeanty Fils-Aimé, no fue posible 
determinar su lugar de nacimiento ni nacionalidad. El 2 de noviembre de 
1999 agentes estatales detuvieron al señor Jeanty Fils-Aimé por el mercado, 
y posteriormente ese mismo día llegaron a su casa y también detuvieron a 
Janise Midi junto a sus tres hijos, quienes fueron subidos forzadamente a 
un “camión” y llevados a la “Fortaleza de Pedernales, al lado de Aduanas”, y 
luego junto con otras personas fueron expulsados del territorio dominicano 
hacia Haití. 
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c)  Familia Gelin: integrada por Bersson Gelin, de quien no pudo 
determinarse su lugar de nacimiento ni nacionalidad, y su hijo William 
Gelin. Conforme manifestó Bersson Gelin, el 5 de diciembre de 1999, 
mientras iba para el trabajo, lo pararon y lo subieron a una “guagua”2, y 
después lo llevaron a Haití. Dicho acto implicó la separación de su hijo. 

d)  Familia Sensión: integrada por: Antonio Sensión quien nació en 
República Dominicana y porta cédula dominicana, su pareja Ana Virginia 
Nolasco de nacionalidad haitiana y con cédula del mismo país, y sus hijas: 
Ana Lidia y Reyita Antonia nacidas en República Dominicana, con cédulas 
de identidad dominicana. En el año 1994 la señora Nolasco y sus hijas 
fueron detenidas por oficiales de migración y trasladadas en un “camión” a 
la frontera con Haití, el señor Sensión se enteró que su familia había sido 
expulsada en el mismo año, y después de ocho años las encontró en el año 
2002. 

e)  Familia Jean: integrada por Víctor Jean quien nació en República 
Dominicana, su pareja, la señora Marlene Mesidor, nacida en Haití y sus 
hijos: Markenson, nacido en Haití y con pasaporte haitiano, y Miguel, 
Natalie y Victoria (quien falleció el 20 de abril de 2014). De acuerdo 
a la prueba allegada a la Corte, se determinó que Víctor Jean, así como 
Miguel, Natalie y Victoria nacieron en República Dominicana, pero 
ninguno contaba con documentos oficiales. En diciembre de 2000, agentes 
estatales se presentaron en la casa de la familia Jean golpeando la puerta, 
luego entraron a la casa y ordenaron a todos los miembros de la familia que 
salieran y se subieran a un “bus”, los llevaron hasta la frontera de Jimaní y 
los dejaron en territorio haitiano. 

f )  Rafaelito Pérez Charles: nació en República Dominicana y tiene 
cédula de identidad dominicana. El 24 de julio de 1999 el señor Pérez 
Charles fue detenido por varios agentes de migración cuando venía de su 
trabajo, los oficiales lo subieron a una “guagua”, lo llevaron a un centro 
de detención y, posteriormente, lo trasladaron a Jimaní, desde donde fue 
expulsado a territorio haitiano.]

VIII.  �DERECHO AL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD 
JURÍDICA, AL NOMBRE, A LA NACIONALIDAD Y A LA 
IDENTIDAD, EN RELACIÓN CON LOS DERECHOS DEL 
NIÑO, EL DERECHO A LA IGUALDAD ANTE LA LEY Y 
LAS OBLIGACIONES DE RESPETAR LOS DERECHOS SIN 
DISCRIMINACIÓN Y ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO 
INTERNO

[…]
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C.  Consideraciones de la Corte

[…]

C.1. Derechos a la nacionalidad y a la igualdad ante la ley

253.  Respecto al derecho a la nacionalidad, consagrado en el artículo 20 
de la Convención Americana, la Corte ha indicado que la nacionalidad, “como 
vínculo jurídico político que liga una persona a un Estado determinado, 
permite que el individuo adquiera y ejerza los derechos y responsabilidades 
propias de la pertenencia a una comunidad política. Como tal, la nacionalidad 
es un prerrequisito para el ejercicio de determinados derechos”2, y siendo 
además un derecho de carácter inderogable de conformidad con el artí
culo 27 de la Convención3. Al respecto, resulta pertinente mencionar que 
la nacionalidad es un derecho fundamental de la persona humana que está 
establecido en otros instrumentos internacionales4.

254.  Asimismo, cabe señalar que la Convención Americana recoge 
el derecho a la nacionalidad en un doble aspecto: el derecho a tener una 
nacionalidad desde la perspectiva de dotar al individuo de un mínimo de 
amparo jurídico en el conjunto de relaciones, al establecer su vinculación 
con un Estado determinado, y el de proteger al individuo contra la privación 
de su nacionalidad en forma arbitraria, porque de ese modo se le estaría 
privando de la totalidad de sus derechos políticos y de aquellos derechos 
civiles que se sustentan en la nacionalidad del individuo5. 

2.  Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 137. 
3.  Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 136. Sobre este tema, este Tribunal 
ha reconocido a los derechos no susceptibles de suspensión como un núcleo inderogable de derechos, 
al respecto, cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, párr. 119, y Caso González y otras (“Campo Algodonero”), 
párr. 244. La Corte recuerda que el derecho a la nacionalidad no es susceptible de ser suspendido, de 
acuerdo al artículo 27 de la Convención. Al respecto, cfr. El Hábeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías 
(arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-8/87 
del 30 de enero de 1987. Serie A No. 8, párr. 23.
4.  Cfr. entre otros, Declaración Americana de Derechos Humanos, artículo XIX; Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, artículo 15; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
artículo 24.3 (derechos del niño); Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 7; Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, artículo 5 (d) (iii); 
Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y 
de sus Familiares, artículo 29; Convención para Reducir los Casos de Apatridia, artículo 1.1; Convenio 
Europeo sobre la Nacionalidad, artículo 4; Carta Africana sobre los Derechos y Bienestar del Niño, 
artículo 6.
5.  Cfr. Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la Naturalización. 
Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984. Serie A No. 4, párr. 34, y Caso Gelman 
Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011. Serie C No. 221, párr. 128.
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255.  Este Tribunal ha establecido que 
[l]a nacionalidad, conforme se acepta mayoritariamente, debe ser considerada como 

un estado natural del ser humano. Tal estado es no sólo el fundamento mismo de 
su capacidad política sino también de parte de su capacidad civil. De allí que, no 
obstante que tradicionalmente se ha aceptado que la determinación y regulación de la 
nacionalidad son competencia de cada Estado, la evolución cumplida en esta materia 
nos demuestra que el derecho internacional impone ciertos límites a la discrecionalidad 
de los Estados6.

256.  En este sentido, la Corte considera que la determinación de 
quienes son nacionales sigue siendo competencia interna de los Estados. 
Sin perjuicio de ello, resulta necesario que dicha atribución estatal se ejerza 
en concordancia con los parámetros emanados de normas obligatorias 
del derecho internacional a las que los propios Estados, en ejercicio de su 
soberanía, se hayan sometido. Así, de acuerdo al desarrollo actual del derecho 
internacional de los derechos humanos, es necesario que los Estados, al 
regular el otorgamiento de la nacionalidad, tengan en cuenta: a) su deber de 
prevenir, evitar y reducir la apatridia y b) su deber de brindar a los individuos 
una protección igualitaria y efectiva de la ley y sin discriminación7.

257.  En cuanto a su deber de prevenir, evitar y reducir la apatridia, los 
Estados tienen la obligación de no adoptar prácticas o legislación, respecto 
al otorgamiento de la nacionalidad, cuya aplicación favorezca el incremento 
del número de personas apátridas. La apatridia tiene como consecuencia 
imposibilitar el goce de los derechos civiles y políticos de una persona, y 
ocasionarle una condición de extrema vulnerabilidad8.

C.1.1.  Nacionalidad y deber de prevenir, evitar y reducir la apatridia

258.  En relación con el momento en que resulta exigible la observancia 
de los deberes estatales respecto al derecho a la nacionalidad y la prevención 
de la apatridia, en el marco del derecho internacional pertinente, ello es al 
momento del nacimiento de las personas. En tal sentido, el Pacto Inter
nacional de Derechos Civiles y Políticos9 establece que las niñas o los niños 
nacidos en el territorio adquieran la nacionalidad del Estado en que nacen 
automáticamente al momento del nacimiento si de otro modo serían 
apátridas. En este sentido, el Comité de Derechos Humanos manifestó, 
en relación al artículo 24 de ese tratado (derechos del niño)10, que “[l]os 

6.  Cfr. Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la Naturalización. 
OC-4/84, párr. 32.
7.  Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 140. 
8.  Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 142. 
9.  En vigor desde el 23 de marzo de 1976. Ratificado por la República Dominicana el 4 de enero de 1978.
10.  El artículo 24 establece: “1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de 
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Estados están obligados a adoptar todas las medidas apropiadas, tanto en 
el plano nacional como en cooperación con otros Estados, para garantizar 
que todo niño tenga una nacionalidad en el momento de su nacimiento”11. 
Además, la Convención sobre los Derechos del Niño12, en su artículo 7, 
expresa que 

1.  El niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho 
desde que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad […] 

2.  Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos derechos de conformidad 
con su legislación nacional y las obligaciones que hayan contraído en virtud de los 
instrumentos internacionales pertinentes en esta esfera, sobre todo cuando el niño 
resultara de otro modo apátrida.

259.  El artículo 20.2 de la Convención Americana señala que una 
persona nacida en el territorio de un Estado tiene derecho a la nacionalidad 
de ese Estado “si no tiene derecho a otra”. Este precepto debe ser interpretado 
a la luz de la obligación de garantizar a toda persona sujeta a la jurisdicción 
estatal el ejercicio de los derechos, establecida en el artículo 1.1 de la Con
vención. Por lo tanto, el Estado debe tener certeza respecto a que la niña o 
el niño nacida o nacido en su territorio, en forma inmediata después de su 
nacimiento, podrá efectivamente adquirir la nacionalidad de otro Estado13, 
si no adquiere la nacionalidad del Estado en cuyo territorio nació. 

260.  Teniendo en cuenta lo expuesto, la Corte considera que el artículo 
20.2 de la Convención Americana debe interpretarse en el mismo sentido 
que lo establecido en el artículo 7 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño14. Este Tribunal tuvo ocasión de señalar, respecto al Caso de las Niñas 

protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del 
Estado. 2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá tener un nombre. 
3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad”.
11.  Observación General No. 17 sobre el art. 24 PIDCP (derechos del niño), párr. 8. Esta fue también 
la interpretación seguida por el Comité Africano de Expertos sobre los Derechos y el Bienestar del Niño, 
Institute for Human Rights and Development in Africa (IHRDA) and Open Society Justice Initiative on 
Behalf of Children of Nubian Descent in Kenya vs Kenya, de 22 de marzo de 2011. Carta Africana sobre 
los Derechos y Bienestar del Niño, art. 6.4.
12.  En vigor desde el 2 de septiembre de 1990. Ratificada por República Dominicana el 11 de junio 
de 1991.
13.  En el mismo sentido, veáse Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, Observación 
General No. 17 sobre el art. 24 PIDCP, párr. 8; Comité Africano de Expertos sobre los Derechos y el 
Bienestar del Niño, Institute for Human Rights and Development in Africa (IHRDA) and Open Society 
Justice Initiative on Behalf of Children of Nubian Descent in Kenya vs Kenya, de 22 de marzo de 2011, 
párr. 51 (el Comité observó que el Gobierno de Kenia no había hecho ningún esfuerzo para asegurarse 
que los niños de ascendencia Nubia adquirieran la nacionalidad de otro Estado, en este caso Sudán); 
Comité Ejecutivo del ACNUR, Directriz sobre la Apatridia no. 4 de 21 de diciembre de 2012, párr. 25. 
14.  La Convención para Reducir los Casos de Apatridia, que fue firmada por la República Dominicana 
el 5 de diciembre de 1961 en su artículo 1, determina que los Estados deben conceder su nacionalidad 
a la persona nacida en su territorio, que de otro modo quedaría en condición de ser apátrida. Además, 
establece que la nacionalidad se concederá de pleno derecho en el momento del nacimiento, o bien 
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Yean y Bosico, que “la condición del nacimiento en el territorio del Estado 
es la única a ser demostrada para la adquisición de la nacionalidad, en lo 
que se refiere a personas que no tendrían derecho a otra nacionalidad, si no 
adquieren la del Estado en donde nacieron”15. 

261.  Ahora bien, si el Estado no puede tener certeza de que la niña o 
el niño nacida o nacido en su territorio obtenga la nacionalidad de otro 
Estado, por ejemplo la nacionalidad de uno de sus padres por la vía del 
ius sanguinis, aquel Estado conserva la obligación de concederle (ex lege, 
automáticamente) la nacionalidad, para evitar desde el nacimiento una 
situación de apatridia, de acuerdo con el artículo 20.2 de la Convención 
Americana. Esta obligación se aplica también en el supuesto de que los 
padres no puedan (por la existencia de obstáculos de facto) registrar a sus 
hijos en el Estado de su nacionalidad16.

C.1.2.  Nacionalidad y principio de igualdad y no discriminación

262.  La Corte ha sostenido que el artículo 1.1 de la Convención 
Americana, que establece la obligación de los Estados de respetar y garantizar 
el pleno y libre ejercicio de los derechos y libertades allí reconocidos “sin 
discriminación alguna”, es una norma de carácter general cuyo contenido 
se extiende a todas las disposiciones del tratado. Es decir, cualquiera sea el 
origen o la forma que asuma, todo tratamiento que pueda ser considerado 
discriminatorio respecto del ejercicio de cualquiera de los derechos garan
tizados en la Convención es per se incompatible con la misma17. Por otro 
lado, el artículo 24 consagra el derecho de igual protección de la ley, y es 
aplicable en el caso de que la discriminación se refiera a una protección 
desigual de la ley interna o su aplicación18.

posteriormente mediante solicitud presentada ante la autoridad competente en la forma prescrita por 
la legislación “del Estado de que se trate”. En cualquier caso, por lo expuesto, la Corte entiende que 
el Estado, al ratificar la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y la Convención sobre los Derechos del Niño, se obligó a un régimen que 
obliga a los Estados a garantizar, por sí o en cooperación con otros Estados, que las personas tengan una 
nacionalidad desde el momento de su nacimiento. 
15.  Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 156.
16.  Comité Ejecutivo del ACNUR, párr. 26. Esto debe ser determinado en función de si podría esperarse 
razonablemente de que una persona tome medidas para adquirir la nacionalidad en las circunstancias de 
su caso particular. Por ejemplo, hijos de padres refugiados, ver párr. 27.
17.  Cfr. Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la Naturalización, 
OC-4/84, párr. 53; Caso de las Comunidades Afrodescendientes de la Cuenca del Río Cacarica (Operación 
Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2013. Serie C No. 270, párr. 332, y Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, párr. 204. 
18.  Cfr. Caso Apitz Barbera y otros Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 209, y Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, 
párr. 214.
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263.  Asimismo, este Tribunal reitera “que el derecho internacional de 
los derechos humanos no sólo prohíbe políticas y prácticas deliberadamente 
discriminatorias, sino también aquellas cuyo impacto sea discriminatorio 
contra ciertas categorías de personas, aun cuando no se pueda probar la 
intención discriminatoria”19. En este sentido, 

una violación del derecho a la igualdad y no discriminación se produce también ante 
situaciones y casos de discriminación indirecta reflejada en el impacto desproporcionado 
de normas, acciones, políticas o en otras medidas que, aún cuando sean o parezcan ser 
neutrales en su formulación, o tengan un alcance general y no diferenciado, produzcan 
efectos negativos para ciertos grupos vulnerables20. 

Así, como también ha expresado este Tribunal “los Estados deben 
abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, 
directa o indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de 
facto”21, y están obligados “a adoptar medidas positivas para revertir o cambiar 
situaciones discriminatorias existentes en sus sociedades, en perjuicio de 
determinado grupo de personas”22.

264.  En relación al derecho a la nacionalidad, la Corte reitera que el 
principio de derecho imperativo de protección igualitaria y efectiva de la ley 
y no discriminación23 determina que los Estados, al regular los mecanismos 
de otorgamiento de la nacionalidad, deben abstenerse de producir regula
ciones discriminatorias o que tengan efectos discriminatorios en los dife
rentes grupos de una población al momento de ejercer sus derechos24. 

19.  Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 234, y TEDH, Caso D.H. y otros Vs. 
República Checa. No. 57325/00. Sentencia de 13 de noviembre de 2007, párrs. 184 y 194.
20.  Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 235. En esa oportunidad, la Corte 
remitió a lo dicho por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su Observación 
General No. 20 (La no discriminación y los derechos económicos, sociales y culturales, párr. 10 inciso b). La 
Corte, además, en la Sentencia referida, recordó que el Tribunal Europeo “ha establecido que cuando 
una política general o medida tiene un efecto desproporcionado perjudicial en un grupo particular 
puede ser considerada discriminatoria aún si no fue dirigida específicamente a ese grupo”, y señaló, en 
tal sentido, la siguiente decisión: TEDH. Hoogendijk Vs. Países Bajos, No. 58641/00. Decisión de 6 de 
enero de 2005, pág. 21.
21.  Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 
17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18, párr. 103, y Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, párr. 206.
22.  Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. OC-18/03, párr. 104, y Caso Veliz 
Franco y otros Vs. Guatemala, párr. 206. 
23.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. OC-18/03, párr. 101.
24.  Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 141. Ver también: Ver también: 
Caso Yatama. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 127, párr 135; Condición Jurídica y Derechos 
de los Migrantes Indocumentados. OC-18/03, párr. 88, y Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. 
Opinión Consultiva OC-17/02 del 28 de agosto de 2002. Serie A No. 17, párr. 44. Véase, en lo que se 
refiere al principio de no discriminación en materia de concesión o denegación de la nacionalidad, otros 
sistemas e instrumentos internacionales: TEDH, Caso Genovese Vs. Malta, No. 53124/09. Sentencia de 
11 de octubre de 2011 (discriminación entre hijos legítimos e hijos ilegítimos a efectos de la adquisición 
de la nacionalidad por ius sanguinis); Comisión Europea de Derechos Humanos, Caso Slepcik Vs. Países 
Bajos y República Checa, No. 30913/96. Decisión de 2 de septiembre de 1996 (discriminación por 
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Además, los Estados deben combatir las prácticas discriminatorias en todos 
sus niveles, en especial en los órganos públicos, y finalmente debe adoptar 
las medidas afirmativas necesarias para asegurar una efectiva igualdad ante la 
ley de todas las personas25. La Corte también ha establecido que los Estados 
tienen la obligación de garantizar el principio de la igualdad ante la ley y no 
discriminación independientemente del estatus migratorio de una persona 
en un Estado, y dicha obligación se proyecta en el ámbito del derecho a 
la nacionalidad26. En ese sentido, este Tribunal ha dejado establecido al 
examinar un caso relativo a República Dominicana que el estatus migratorio 
de los padres no puede transmitirse a sus hijos27 

C.2.  �Derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, al nombre 
y a la identidad

265.  Por otra parte, en cuanto al derecho al reconocimiento de la 
personalidad jurídica, protegido en el artículo 3 de la Convención Americana, 
la Corte ha afirmado que la personalidad jurídica “implica la capacidad 
de ser titular de derechos (capacidad y goce) y de deberes”28. Por tanto, el 
Estado debe respetar y procurar los medios y condiciones jurídicas para que 
el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica pueda ser ejercido 
libre y plenamente por sus titulares29. Dicho reconocimiento determina su 
existencia efectiva ante la sociedad y el Estado, lo que le permite ser titular 
de derechos y obligaciones, ejercerlos y tener capacidad de actuar, lo cual 
constituye un derecho inherente al ser humano, que no puede ser en ningún 
momento derogado por el Estado de conformidad con la Convención

razón de raza o etnia); Convenio Europeo sobre la Nacionalidad de 1997, artículo 5; Convención para 
Reducir los Casos de Apatridia, artículo 9; Convención sobre los Derechos del Niño, artículos 2.2, 7 y 8; 
Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 6 (trato de los menores no acompañados y 
separados de su familia fuera de su país de origen) de 2005, párr.12, Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, artículo 5 (d) (iii); Convención Internacional 
sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, art. 29; 
Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, 54/91-61/91-96/93-98/93-164/07-196/97-
210/98, Malawi African Association, Amnesty International, Ms Sarr Diop, Union interafricane des droits 
de l’homme and RADDHO, Collectif des Veuves et Ayant-droit et Association mauritanienne des droits de 
l’homme vs. Mauritanie, párrs. 129 y 131 (desnacionalización de mauritanos de raza negra). 
25.  Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 141.
26.  Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párrs. 155 y 156. 
27.  Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 156.
28.  Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C 
No. 70, párr. 179, y Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 119.
29.  Cfr. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
29 de marzo de 2006. Serie C No. 146, párr. 189, y Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 101. 
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Americana30. Asimismo, la Corte ha sostenido que “[u]na persona apátrida, 
ex definitione, no tiene personalidad jurídica reconocida, ya que no ha 
establecido un vínculo jurídico-político con ningún Estado”31.

266.  A su vez, este Tribunal ha determinado que el derecho a la 
nacionalidad forma parte de lo que se ha denominado derecho a la identidad, 
definido por esta Corte como “el conjunto de atributos y características que 
permiten la individualización de la persona en sociedad y, en tal sentido, 
comprende varios otros derechos según el sujeto de derechos de que se trate 
y las circunstancias del caso”32. 

267.  Al respecto, la Asamblea General de la Organización de los 
Estados Americanos (en adelante la Asamblea de la OEA) ha señalado “que 
el reconocimiento de la identidad de las personas es uno de los medios 
a través del cual se facilita el ejercicio de los derechos a la personalidad 
jurídica, al nombre, a la nacionalidad, a la inscripción en el registro civil, a 
las relaciones familiares, entre otros derechos reconocidos en instrumentos 
internacionales como la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre y la Convención Americana”33. Asimismo, determinó que “la 
falta de reconocimiento de la identidad puede implicar que la persona no 
cuente con constancia legal de su existencia, dificultando el pleno ejercicio 
de sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales”34. En ese 
mismo sentido, el Comité Jurídico Interamericano manifestó que el “derecho 
a la identidad es consustancial a los atributos y a la dignidad humana” y que, 
en consecuencia, “es un derecho humano fundamental oponible erga omnes 
como expresión de un interés colectivo de la [c]omunidad [i]nternacional 
en su conjunto[,] que no admite derogación ni suspensión en los casos 
previstos por la Convención Americana”35. 

30.  Cfr. Artículo 27 (Suspensión de Garantías) de la Convención Americana, y Caso Chitay Nech y otros 
Vs. Guatemala, párr. 101.
31.  Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 178.
32.  Caso Gelman Vs. Uruguay, párr. 122. 
33.  Cfr. OEA, “Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y ‘Derecho a la Identidad’”, 
resolución AG/RES. 2286 (XXXVII-O/07) de 5 de junio de 2007; resolución AG/RES. 2362 
(XXXVIII-O/08) de 3 de junio de 2008, y resolución AG/RES. 2602 (XL-O/10) de 8 de junio de 
2010, sobre seguimiento al programa, de 8 de junio de 2010. Sobre ese aspecto el Comité Jurídico 
Interamericano consideró que la Convención Americana sobre Derechos Humanos, si bien no consagra 
el derecho a la identidad bajo ese nombre expresamente, sí incluye, como se ha visto, el derecho al 
nombre, el derecho a la nacionalidad y el derecho relativo a la protección de la familia. Al respecto, cfr. 
Opinión aprobada por el Comité Jurídico Interamericano sobre el alcance del Derecho a la Identidad de 
10 de agosto de 2007, párrs. 11.2 y 18.3.3. lo anterior fue referido en la Sentencia de la Corte sobre el 
caso Gelman vs. Uruguay (párr. 123).
34.  Cfr. Caso Gelman Vs. Uruguay, párr. 123.
35.  Cfr. Caso Contreras y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2011. Serie C No. 232, párr. 112. 
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268.  Como surge de lo dicho, también el derecho al nombre se vincula 
con la identidad. Respecto a aquél derecho, consagrado en el artículo 18 
de la Convención, la Corte ha determinado que el mismo “constituye un 
elemento básico e indispensable de la identidad de cada persona, sin el cual 
no puede ser reconocida por la sociedad ni registrada ante el Estado. [Por 
lo que] los Estados […] tienen la obligación no sólo de proteger el derecho 
al nombre, sino también de brindar las medidas necesarias para facilitar el 
registro de la persona, inmediatamente después de su nacimiento”36. Este 
Tribunal ha señalado que 

los Estados deben garantizar que la persona sea registrada con el nombre elegido por 
ella o por sus padres, según sea el momento del registro, sin ningún tipo de restricción 
al derecho ni interferencia en la decisión de escoger el nombre. Una vez registrada 
la persona, se debe garantizar la posibilidad de preservar y restablecer su nombre y 
su apellido. El nombre y los apellidos son esenciales para establecer formalmente el 
vínculo existente entre los diferentes miembros de la familia37.

C.3.  Derechos del niño

269.  La Corte ha destacado que revisten especial gravedad los casos en 
los cuales las víctimas de violaciones a los derechos humanos son niñas y 
niños38, quienes son titulares de los derechos establecidos en la Convención 
Americana, además de contar con las medidas especiales de protección 
contempladas en su artículo 19 las cuales deben ser definidas según las 
circunstancias particulares de cada caso concreto39. Este Tribunal ha sostenido 
que toda decisión estatal, social o familiar que involucre alguna limitación 
al ejercicio de cualquier derecho de una niña o un niño, debe tomar en 
cuenta el principio del interés superior del niño y ajustarse rigurosamente 
a las disposiciones que rigen esta materia40. Al respecto, el Comité de los 
Derechos del Niño señaló que la falta de registro de una niña o un niño 
“puede repercutir negativamente en el sentimiento de identidad personal 

36.  Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párrs. 182 y 183, y Caso Contreras y 
otros Vs. El Salvador, párr. 110. 
37.  Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 184, y Caso de la Masacre de las Dos 
Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre 
de 2009. Serie C No. 211, párr. 192.
38.  Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 
19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párrs. 146 y 191, y Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, 
párr. 133. 
39.  Cfr.Caso Fornerón e hija Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de abril de 
2012. Serie C No. 242, párr. 44, y Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, párr. 217. 
40.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. OC-17/02, párr. 65, y Caso Familia Pacheco 
Tineo Vs. Bolivia, párr. 218. 
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del niño, y los niños pueden ver denegados sus derechos a la atención de 
salud, la educación y el bienestar social básicos”41.

C.4.  Deber de adoptar disposiciones de derecho interno

270.  En relación al deber de adoptar disposiciones de derecho interno, 
establecido en el artículo 2 de la Convención, la Corte ha establecido que 
dicha norma impone a los Estados Partes la obligación general de adecuar 
su derecho interno a las normas de la propia Convención, para garantizar y 
hacer efectivo el ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en ésta42. La 
Corte ha mantenido que tal adecuación implica la adopción de medidas en 
dos vertientes, a saber: a) la expedición de normas y el desarrollo de prácticas 
conducentes a la efectiva observancia de dichas garantía, y b) la supresión 
de las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a 
las garantías previstas en la Convención43, ya sea porque desconozcan esos 
derechos o libertades u obstaculicen su ejercicio44.

271.  Como este Tribunal ha señalado en otras oportunidades, las 
disposiciones de derecho interno que se adopten para tales fines han de 
ser efectivas (principio del effet utile), lo que significa que el Estado tiene 
la obligación de consagrar y adoptar en su ordenamiento jurídico interno 
todas las medidas necesarias para que lo establecido en la Convención sea 
realmente cumplido y puesto en práctica45.

C.5. Aplicación al presente caso

C.5.1.  �Respecto de las personas que habrían sufrido el desconocimiento 
de sus documentos de identidad por parte de las autoridades al 
momento de sus expulsiones

[…]
273.  De acuerdo a los hechos del caso, los documentos personales del 

señor Willian Medina Ferreras fueron destruidos por oficiales dominicanos 
durante su expulsión, y Awilda Medina, Luis Ney Medina y Carolina Isabel 
Medina no tuvieron ocasión de mostrar sus documentos a los oficiales, 

41.  ONU, Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 7 (2005) “Realización de los 
Derechos del Niño en la primera infancia”, CRC/C/GC/7/Rev.1, 20 de septiembre de 2006, párr. 25.
42.  Cfr. Caso Albán Cornejo y otros. Vs. Ecuador. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
noviembre de 2007. Serie C No. 171, párr. 118, y Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y 
activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, párr. 175.
43.  Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 
1999. Serie C No. 52, párr. 207, y Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo 
Indígena Mapuche) Vs. Chile, párr. 175.
44.  Cfr. Caso Hilaire, Constatine y Bejamín y otros Vs. Trinidad y Tobago, párr. 113.
45.  Cfr. Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros). Sentencia de 5 de febrero de 2001. 
Serie C No. 73, párr. 87, y Caso Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú, nota a pie de página 332.
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ya que la expulsión se efectuó sin que se comprobaran debidamente sus 
documentos ni su nacionalidad. Por su parte, el señor Rafaelito Pérez Charles 
fue detenido y expulsado por varios agentes, quienes no le permitieron 
mostrar sus documentos de identidad a pesar de que el señor Pérez Charles 
les informó que los mismos se encontraban en su vivienda.

274.  La actuación de los agentes estatales supuso desconocer la identidad 
de las víctimas al no permitirles identificarse o no considerar sus documentos 
presentados. Esta situación produce la afectación de otros derechos, tales 
como el derecho al nombre, al reconocimiento de la personalidad jurídica y 
a la nacionalidad, que a su vez en su conjunto afecta el derecho a la identidad. 
Adicionalmente, la Corte considera que en este caso el Estado al desconocer 
la documentación de Awilda Medina, Luis Ney Medina y Carolina Isabel 
Medina, quienes eran niñas o niños en el momento de los hechos, no tuvo 
en consideración el interés superior del niño.

275.  Por otra parte, dado el contexto establecido y la inserción de los 
hechos del caso en el mismo, la Corte considera que, en contravención al 
deber de no discriminación, las vulneraciones aludidas tuvieron por base un 
trato peyorativo basado en las características personales de Willian Medina 
Ferreras, Awilda Medina, Luis Ney Medina, Carolina Isabel Medina y 
Rafaelito Pérez Charles que, a juicio de las autoridades actuantes en ese 
momento, denotaban su ascendencia haitiana. 

276.  En conclusión de lo anterior, la Corte considera que el descono
cimiento de la documentación de Willian Medina Ferreras, Awilda Medina, 
Luis Ney Medina, Carolina Isabel Medina y Rafaelito Pérez Charles en el 
momento de su expulsión por parte de agentes estatales, constituyó una 
violación de sus derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, al 
nombre y a la nacionalidad, así como por el conjunto de dichas violaciones, 
al derecho a la identidad. Ello implicó una transgresión de los artículos 3, 
18 y 20 de la Convención Americana, respectivamente, en relación con el 
incumplimiento de la obligación de respetar los derechos sin discriminación, 
establecida en el artículo 1.1 del mismo instrumento, y adicionalmente 
en relación con los derechos del niño consagrados en el artículo 19 de la 
Convención, en perjuicio de Awilda Medina, Luis Ney Medina y Carolina 
Isabel Medina (fallecida). 

C.5.2.  �Respecto de las personas nacidas en territorio dominicano que no 
habrían sido registradas ni contaban con documentación

277.  Debe aclararse que, como surge de lo expuesto, la Comisión, a 
diferencia de los representantes, sostuvo que Victoria, Natalie y Miguel, los 
tres de apellido Jean, quienes eran niñas y niño al momento de los hechos, 
eran nacionales dominicanos y poseían la documentación pertinente para 
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acreditar tal calidad. No obstante, de los hechos del caso y de aseveraciones 
estatales se deprende que si bien el Estado reconoció que dichas personas 
nacieron en territorio dominicano, no contaron con documentación que 
acreditara la nacionalidad dominicana. Por el contrario, el Estado afirmó 
que tienen derecho a la nacionalidad haitiana por lo que, a su entender, 
no quedarían apátridas al no otorgárseles la nacionalidad dominicana. En 
cuanto a Víctor Jean, dado lo señalado respecto de los hechos, se desprende 
que él nació en República Dominicana46, pese a lo cual tampoco contaba 
con documentación que acreditase la nacionalidad de ese país. La Corte 
advierte que si bien el nacimiento de algunas de las personas referidas se 
dio antes del reconocimiento de la competencia temporal del Tribunal, la 
falta de documentación continuó luego de reconocida la competencia de la 
Corte, por lo que ésta es competente para examinar tal circunstancia. 

278.  En relación con las personas nombradas, el hecho que debe 
examinarse es una omisión, a partir del 25 de marzo de 1999, consistente 
en la ya referida falta de documentación que acredite su identidad y 
nacionalidad. Frente a tal circunstancia, el Estado ha alegado que la misma 
no constituye una violación a la Convención Americana sobre la base de 
sostener que a tales personas no les corresponde esa documentación, por 
motivos jurídicos. Por ello, a fin de determinar la eventual responsabilidad 
estatal por la omisión mencionada, corresponde examinar la argumentación 
estatal, que se refiere a continuación. 

279.  La Corte advierte que el Estado adujo que, dado su régimen 
legal interno, a las presuntas víctimas no les corresponde la nacionalidad 
dominicana por aplicación del régimen de ius soli, y que el Estado no tiene 
la obligación de otorgársela pues, a su criterio, no quedarían apátridas. 
Dada la aseveración estatal de que, en este caso, las presuntas víctimas, 
por motivos jurídicos, no serían dominicanas, la Corte estima innecesario 
verificar aspectos fácticos relativos a aducidos obstáculos para la obtención 
de documentación, o la alegada “negativa” de las autoridades a otorgarlos. 

[…]
289.  De lo anterior se desprende, en primer término, que las 

Constituciones de 1955 y 1994, así como la de 1966, no expresaban en 
forma literal que las personas nacidas en territorio dominicano que fueran 
hijas de personas extranjeras en situación irregular no pudieran adquirir 
la nacionalidad dominicana con base en tal circunstancia, y tampoco que, 
en relación con la adquisición de la nacionalidad dominicana, hubiera 
una asimilación entre la irregularidad migratoria y el concepto de persona 

46.  De acuerdo con los criterios de valoración de la prueba, la Corte, con base en la prueba disponible, 
colige que Víctor Jean nació en territorio dominicano, en 1958.
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que “est[é] de tránsito en [e]l [territorio dominicano]”. Además, hubo 
interpretaciones judiciales, anteriores a la sanción de la Ley General de 
Migración el 27 de agosto de 2004, que afirmaron que el concepto de 
“tránsito” no puede asimilarse la “condición de ilegalidad del extranjero”.

290.  En segundo término, de lo expuesto surge que, en 2005 y 2013, 
es decir, con posterioridad al nacimiento de las presuntas víctimas y, en 
general, a los hechos del presente caso, la Suprema Corte de Justicia y el 
Tribunal Constitucional efectuaron, respectivamente, una interpretación 
del artículo 11.1 de las Constituciones de 1994 y 1966, así como de la 
norma similar plasmada en “todas las Constituciones dominicanas a partir 
de […] 1929”. Según tales interpretaciones judiciales, las personas cuyos 
padres son personas extranjeras que residen en forma irregular en territorio 
dominicano no pueden adquirir la nacionalidad dominicana. De tal modo, 
en los términos ya citados por el Tribunal Constitucional, “estas personas 
no podrían invocar que sus hijos nacidos en el país tienen derecho a obtener 
la nacionalidad dominicana al amparo del precitado artículo 11.1 de 
la Constitución de 1966”, cuyo texto es prácticamente idéntico al de las 
Constituciones de 1955 y 1994. Lo anterior, pese a la ya referida falta de 
expresión literal de esos textos constitucionales en el sentido indicado47. 

291.  En tercer término, cabe destacar que es un hecho que la inclusión 
expresa, en la normativa constitucional dominicana, de la “residencia ilegal” 
de los ascendientes de personas nacidas en territorio dominicano como 
causal para negar a éstas la nacionalidad dominicana, se efectuó recién 
en 2010. Así, la Constitución de acuerdo al texto derivado de la reforma 
constitucional publicada el 26 de enero de 2010, indica en su artículo 18.3 
que no serán dominicanas las personas nacidas en territorio nacional “hijos 
e hijas […] de extranjeros que se hallen en tránsito o residan ilegalmente en 
territorio dominicano”. 

292.  En relación con lo expuesto debe señalarse que es cierto lo afirmado 
por República Dominicana en cuanto a que la inclusión de requisitos para 
la adquisición de la nacionalidad por nacimiento en el territorio del Estado 
no e[s] discriminatoria per se. Sin perjuicio de ello, como bien ha señalado 
el Estado, el “atributo” estatal en cuanto a la regulación de la nacionalidad 
se encuentra limitado por el respeto de los derechos humanos; en particular, 
por el deber de evitar el riesgo de apatridia. En igual sentido se manifestó la 
perita Harrington.

293.  Ahora bien, el Estado adujo que, a su entender, las presuntas vícti-
mas antes referidas “no nacieron dominican[a]s por aplicación del principio 

47.  Por otra parte, en 2004 la Ley General de Migración de 2004 había establecido que “[l]os no 
residentes son considerados como personas en tránsito para los fines de aplicación del artículo 11 de la 
Constitución”.
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[del] ius soli […], ya que ni ellos ni sus progenitores han demostrado haber 
[…] tenido un estatus migratorio regular al momento de su nacimiento”. 
Asimismo, afirmó que dichas personas no quedarían apátridas, pues Haití 
se rige por el ius sanguinis y expresó que la fijación de requisitos para la 
adquisición de nacionalidad no es discriminatoria y que no había prueba de 
una “discriminación institucional” en contra de “haitianos que busquen ob-
tener la nacionalidad dominicana”. El argumento estatal es consistente con 
lo afirmado por la Suprema Corte de Justicia y el Tribunal Constitucional en 
2005 y 2013, respectivamente, en el sentido de entender que, pese a la falta 
de referencia explícita en los textos constitucionales anteriores a la reforma 
constitucional publicada el 26 de enero de 2010, ya con base en el régimen 
jurídico constitucional interno vigente desde antes de ese año, las personas 
cuyos padres fueran extranjeros en situación irregular no tienen derecho a 
adquirir la nacionalidad dominicana. 

294.  Al respecto, la Corte estima conveniente señalar que en forma 
independiente a los términos legales de normas estatales, así como a su 
interpretación por los órganos del Estado competentes, de acuerdo a lo 
señalado por este Tribunal en relación con el caso de las Niñas Yean y Bosico 
Vs. República Dominicana, es necesario el seguimiento de pautas elementales 
de razonabilidad, en lo que hace a materias vinculadas a los derechos y 
obligaciones establecidos en la Convención Americana. De ello resulta 
que, como señaló la Corte Interamericana en relación con ese caso “para 
considerar a una persona como transeúnte o en tránsito, independientemente 
de la clasificación que se utilice, el Estado debe respetar un límite temporal 
razonable, y ser coherente con el hecho de que un extranjero que desarrolla 
vínculos en un Estado no puede ser equiparado a un transeúnte o a una 
persona en tránsito”48.

295.  Más allá de lo anterior, este Tribunal constata que antes de la 
vigencia de la reforma constitucional de 2010, o al menos antes de la sanción 
en 2004 de la Ley General de Migración, no había una práctica estatal 
constante ni una interpretación judicial uniforme en el sentido de negar la 
nacionalidad a los hijos de extranjeros en situación irregular. En ese sentido, 
es ilustrativo advertir la ya referida decisión judicial interna de 16 de octubre 
de 2003, que negó la asimilación de “la condición de ilegalidad del extranjero 
al concepto de tránsito”. El perito Rodríguez Gómez en su peritaje rendido 
por affidávit el 1 de octubre de 2013 afirmó que hasta antes de la sanción de 
la Ley General de Migración “la jurisprudencia nacional […] fue constante y 
categórica sobre el tema” en el mismo sentido de la decisión judicial referida. 
Asimismo, también es ilustrativo lo señalado por la Ley No. 169‑14, en 

48.  Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 157.
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sus “Considerandos”, al advertir, a partir de afirmaciones del Tribunal 
Constitucional en la sentencia TC/0168/13, que desde 1929 en adelante 
se otorgó documentación “que hizo presumir” la nacionalidad dominicana 
a personas que, de acuerdo a interpretaciones jurídicas efectuadas en esa 
sentencia, no lo serían. Así, en tales “Considerandos” se señala que en dicho 
pronunciamiento judicial “el Tribunal Constitucional se refirió […] a lo que 
calificó como ‘las imprevisiones legales de la política migratoria dominicana 
y las deficiencias institucionales y burocráticas del Registro Civil’, señalando 
que dichas imprevisiones ‘se remontan a la época inmediatamente posterior a 
la proclamación de la Constitución de […] 20 […] de junio de […] 1929’[,] 
lo que causó que un determinado número de personas nacidas en territorio 
dominicano recibiera del propio Estado dominicano la documentación que 
hizo presumir que se trataba de nacionales dominicanos, en base a lo cual 
desarrollaron su vida civil con certezas y expectativas concretas en función de 
esa condición”. Por otra parte, Cristóbal Rodríguez Gómez, en su peritaje, 
aseveró que “la Junta Central Electoral empezó, desde hace más de 6 años, a 
retirar la nacionalidad a […] [personas] que habían nacido 15, 20, 30 y 40 
años antes de que se aprobara la nueva Ley General de Migración 285-04”. 
Lo dicho por el perito denota que con anterioridad a 2004 efectivamente 
se otorgó nacionalidad dominicana a personas que eventualmente, y sólo a 
partir de criterios jurídicos explicitados con posterioridad, no cumplirían 
requisitos para detentarla. 

296.  Por otra parte, como el propio Estado ha admitido, no puede 
establecer regulaciones que conlleven que personas nacidas en su territorio 
queden en riesgo de apatridia. En ese sentido, la Corte ha afirmado que 
“la condición del nacimiento en el territorio del Estado es la única a ser 
demostrada para la adquisición de la nacionalidad, en lo que se refiere a 
personas que no tendrían derecho a otra nacionalidad, si no adquieren 
la del Estado en donde nacieron”49. Por ello, resulta relevante examinar 
el argumento del Estado de que las presuntas víctimas podrían adquirir 
la nacionalidad haitiana dado que en Haití se aplicaría el sistema de ius 
sanguinis para el otorgamiento de la nacionalidad.

297.  Sobre el particular, el Tribunal nota que, en lo pertinente para el 
presente caso, resulta insuficiente el argumento estatal consistente en la mera 
aseveración de que en Haití rige el ius sanguinis. Ello, pues el Estado no ha 
demostrado que las presuntas víctimas que nunca obtuvieron la nacionalidad 
dominicana estén en condiciones efectivas de obtener la nacionalidad 
haitiana. En tal sentido, sólo a fin de dar cuenta de la señalada insuficiencia 
de la argumentación estatal, basta confrontar ciertas circunstancias de 

49.  Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 156.c.
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público y notorio conocimiento, tal como que al momento del nacimiento 
de las presuntas víctimas que eran niñas o niños el 25 de marzo de 1999, 
regía la Constitución haitiana de 1987, que en su artículo 11 dispone que 
puede adquirir la nacionalidad de origen todo individuo nacido de padre o 
de madre haitiana que a su vez ellos mismos hayan nacido haitianos y jamás 
hubiesen renunciado a esa nacionalidad. No obstante, el Decreto Ley sobre 
nacionalidad de 6 de noviembre de 1984, en sus artículos 7 y 8, establece 
que el niño nacido en el extranjero de madre haitiana y de padre extranjero, 
como es el caso respecto de esas presuntas víctimas, no puede adquirir la 
nacionalidad haitiana hasta la mayoría de edad, momento en el cual puede 
elegir entre la nacionalidad extranjera y la nacionalidad haitiana, siempre 
que vaya a establecerse o se encuentre establecido en Haití. En cuanto a 
Víctor Jean, la Constitución haitiana vigente en el momento su nacimiento, 
en el año 1958, era la Constitución de 1957, que en su artículo 4.a) disponía 
que puede adquirir la nacionalidad por nacimiento todo aquel individuo de 
padre haitiano50. En relación con lo anterior, cabe aclarar que lo mencionado 
no implica que la Corte, en el marco del caso presente, realice un examen de 
la legislación haitiana, sino sólo mostrar, con base en ciertos datos públicos, 
que el argumento estatal de que las presuntas víctimas podrían acceder a 
la nacionalidad haitiana hubiera requerido, para su sustentación adecuada, 
mayor fundamentación. En tal sentido, la información presentada por el 
Estado al respecto no permite al Tribunal tener certeza de si el Estado adoptó 
acciones para constatar que las presuntas víctimas en cuestión efectivamente 
podrían obtener la nacionalidad de Haití. 

298.  Dado todo lo dicho, surge que las presuntas víctimas nunca 
obtuvieron documentación que acreditara su nacionalidad. Al respecto, 
la aseveración estatal de que las presuntas víctimas no son dominicanas 
tiene correlación con la interpretación de normas constitucionales vigentes 
con anterioridad al 26 de enero de 2010 a partir de decisiones judiciales 
emitidas en 2005 y 2013, con posterioridad al nacimiento de las personas 
en cuestión y, en general, a los hechos del presente caso. En tal sentido, 
dicho entendimiento del régimen jurídico aplicable implicaría, en términos 
prácticos, una aplicación retroactiva de normas, afectando la seguridad 
jurídica en el goce del derecho a la nacionalidad. Adicionalmente, lo dicho, 
en las circunstancias del caso, traería aparejado el riesgo de apatridia en 
perjuicio de las presuntas víctimas, pues el Estado no ha llegado a demostrar 

50.  Sin perjuicio de la afirmación general, en la que acuerdan las partes, de que las presuntas víctimas 
son de ascendencia haitiana, los datos de filiación de Víctor Jean no han sido acreditados, por lo que no 
resulta comprobado si sus progenitores eran ambos haitianos, o si sólo su madre o sólo su padre lo eran. 
Esto genera incertidumbre sobre si la situación de Víctor Jean se ajusta al supuesto previsto por el texto 
constitucional haitiano aludido.
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suficientemente que tales personas sí obtendrían otra nacionalidad. Por 
ende el Estado no ha demostrado suficientemente que existan argumentos 
jurídicos válidos que justifiquen que la omisión estatal de brindar docu
mentación a las personas referidas no implicó una privación de su acceso a 
la nacionalidad. Siendo así, la negación estatal del derecho de las presuntas 
víctimas a la nacionalidad dominicana conlleva una vulneración arbitraria 
de ese derecho. 

299.  Resta dejar establecido que, de acuerdo a lo ya indicado, la negación 
de nacionalidad de las presuntas víctimas generó también una vulneración 
al derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica. De igual modo, 
la falta de obtención de documentación de identificación personal conllevó 
una vulneración al derecho al nombre. Ya se ha señalado, por otra parte, la 
estrecha conexión entre los tres derechos indicados, que se vieron vulnerados, 
y el derecho a la identidad, que por ende también se vio afectado51. 

300.  Igualmente, la Corte considera que en este caso la conducta estatal 
no tuvo en consideración el interés superior del niño al no conceder la 
documentación de Miguel Jean, Victoria Jean y Natalie Jean, quienes eran 
niñas o niños en el momento de los hechos y luego del 25 de marzo de 1999.

301.  En razón de lo expuesto, este Tribunal considera que el Estado 
violó los derechos al reconocimiento de la la personalidad jurídica, al nombre 
y a la nacionalidad consagrados en los artículos 3, 18 y 20 de la Convención 
Americana, así como por el conjunto de dichas violaciones, el derecho 
a la identidad, en relación con el incumplimiento de las obligaciones 
establecidas en el artículo 1.1 de la Convención, en perjuicio de Víctor Jean, 
Miguel Jean, Victoria Jean y Natalie Jean, y adicionalmente en relación con 
los derechos del niño consagrado en el artículo 19 de ese instrumento, en 
perjuicio de las tres últimas personas nombradas.

C.5.3.  �Sobre la alegada vulneración del artículo 2 de la Convención 
Americana, en relación con sus artículos 1.1, 3, 18, 20 y 24

[…]
304.  Ahora bien, el incumplimiento del artículo 2 de la Convención 

sólo fue alegado por los representantes respecto al derecho a la nacionalidad. 
Ni la Comisión Interamericana en su escrito de sometimiento o el Informe 

51.  En cuanto a lo alegado por la Comisión y los representantes sobre los alegados “impacto” o 
“aplicación” discriminatorios de “la ley” o su “interpretación o aplicación”, este Tribunal se remite a lo 
examinado más adelante. Por otra parte, como se ha señalado, los representantes señalaron la vinculación 
del derecho a la identidad con “el derecho a la familia”, sin presentar argumentación específica al 
respecto. La señalada falta de presentación de argumentación puntual sobre el “derecho a la familia” 
impide al Tribunal hacer un examen sobre la supuesta violación a ese derecho. Ello, sin perjuicio del 
análisis del artículo 17 convencional que, con base en otros fundamentos, se realiza posteriormente en 
el Capítulo X.
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de Fondo, ni los representantes en su escrito de solicitudes y desarrollaron 
argumentos respecto de tal incumplimiento en relación con los derechos 
al reconocimiento de la personalidad jurídica y el nombre, lo cual no es 
obstáculo para analizar si existió tal incumplimiento de la obligación del 
deber de adoptar disposiciones del derecho interno respecto a los referidos 
derechos. En el caso sub-judice resulta relevante su examen en tanto la Corte 
declaró la violación de tales derechos como consecuencia del descono
cimiento de los documentos personales por parte de las autoridades estatales 
o la imposibilidad de obtenerlos respecto a algunas presuntas víctimas. 
Asimismo, este Tribunal hará el examen indicado en relación con el derecho 
a la igualdad ante la ley, cuya violación fue alegada por la Comisión y los 
representantes. 

305.  En este punto, la Corte reitera que el principio iura novit curia, el 
cual se encuentra sólidamente respaldado en la jurisprudencia internacional, 
permite estudiar la posible violación de las normas de la Convención que 
no han sido alegadas en los escritos presentados por las partes, siempre 
y cuando éstas hayan tenido la oportunidad de expresar sus respectivas 
posiciones en relación con los hechos que las sustentan52. En este sentido, la 
Corte ha utilizado dicho principio, desde su primera sentencia y en diversas 
oportunidades, para declarar la vulneración de derechos que no habían sido 
directamente alegados por las partes, pero que se desprendían del análisis 
de los hechos bajo controversia, por cuanto dicho principio autoriza a este 
Tribunal, siempre y cuando se respete el marco fáctico de la causa, a calificar 
la situación o relación jurídica en conflicto de manera distinta a como lo 
hicieran las partes53. 

306.  En razón de lo anterior, este Tribunal en aplicación del principio 
iura novit curia y atendiendo a los hechos del caso, advierte que el posible 
incumplimiento del artículo 2, a partir de las normas y decisiones señaladas, 
podría tener también implicaciones respecto a los referidos derechos. En 
consecuencia, en este apartado la Corte analizará los argumentos presentados 
por los representantes sobre el derecho a la nacionalidad, extendiendo su 
examen a los demás derechos aludidos, en tanto que fueron ya examinados 
y declarados violados por este Tribunal. 

307.  La Corte advierte que, no surge evidencia de que la Ley General de 
Migración No. 285-04 aprobada en 2004, y la Resolución 02-07 de la Junta 
Central Electoral que crea y pone en vigencia el Libro de Nacimiento para 

52.  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, párr. 163, y Caso Furlan y Familiares Vs. 
Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. 
Serie C No. 246, párr. 55.
53.  Cfr. Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. 
Serie C No. 164, párr. 70, y Caso Furlán y Familiares Vs. Argentina, párr. 55.
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hijos de madre extranjera en la República Dominicana, normas señaladas 
por los representantes, fueran aplicadas a las víctimas de este caso o afectaran 
de otro modo a las mismas en el goce de sus derechos. Por lo tanto, la Corte 
no puede pronunciarse sobre la supuesta incompatibilidad de esas normas 
con la Convención Americana. 

308.  No obstante, la Corte considera necesario pronunciarse sobre la 
sentencia TC/0168/13 del Tribunal Constitucional de 23 de septiembre 
de 2013, y por su estrecha vinculación con la misma, respecto a la Ley 
No. 169-14. Asimismo, por los motivos que se exponen resulta pertinente 
que el Tribunal examine la Circular No. 017 de 29 de marzo de 2007 del 
Presidente de la Cámara Administrativa de la Junta Central Electoral y la 
Resolución 12-2007 de 10 de diciembre de 2007, del Pleno de la J[unta] 
C[entral] E[lectoral]”.

309.  En cuanto a la sentencia TC/0168/13 los representantes la 
presentaron como un “hecho superviniente”, a lo que el Estado se opuso. 
Respecto a la Circular y Resolución indicadas, debe aclararse también que las 
mismas fueron adjuntadas por los representantes como prueba documental 
al presentar su escrito de solicitudes y argumentos. 

310.  La Corte considera que si bien la sentencia TC/0168/13 no resulta 
de un proceso en que las presuntas víctimas fueran parte, ni se indica 
directamente su aplicación a las mismas, no solo establece la interpretación 
de normas pertinentes para la situación de ellas, pues se refiere a “todas las 
Constituciones dominicanas a partir de […] 1929”, como se indicó, sino 
que ordena una política general de revisión desde 1929 a efectos de detectar 
“extranjeros irregularmente inscritos”, lo cual puede afectar el goce del 
derecho a la nacionalidad de las víctimas consideradas en este capítulo54. Por 
tal motivo, resulta pertinente la consideración de la sentencia TC/0168/13 

54.  Al respecto, si bien la sentencia TC/0168/13 no es una ley, surge de su texto que lo decidido en 
ella tiene alcances generales, que trascienden a las partes involucradas en el proceso que dio origen a 
dicha decisión. Eso no solo no fue controvertido por el Estado (como tampoco por los representantes o 
la Comisión), sino que surge de las propias afirmaciones de República Dominicana, pues informó que 
es “vinculante para los poderes públicos y todos los órganos del Estado”, y de sus dichos se deprende 
que afecta a las personas nacidas en territorio dominicano de padres extranjeros que no cuenten con 
al menos un progenitor “residente legal”. De acuerdo a la jurisprudencia de la Corte, la posibilidad de 
que este Tribunal examine una ley o norma de alcance general, como también lo son la Resolución No. 
12-07, la Circular No. 017 y la Ley No. 169-14, no se restringe estrictamente a que haya sido aplicada 
a las víctimas de un caso, pues, de acuerdo al caso, también puede ser procedente que este Tribunal se 
pronuncie sobre normas o medidas de carácter general cuando, aun sin existir un acto concreto y actual 
de aplicación de las mismas respecto de las presuntas víctimas, se acredite la incidencia o efectos de 
aquéllas en relación con la vigencia, ejercicio o goce de los derechos convencionales de tales personas, 
o constituyan un obstáculo o impedimento para la debida observancia de las obligaciones estatales 
correspondientes. (Lo dicho se desprende del examen efectuado por la Corte en el Caso García Lucero y 
otras Vs. Chile, párrs. 156, 157 y 160). 
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como un hecho superviniente y, por lo tanto, el examen de sus consecuencias 
jurídicas respecto al caso sub examine55. 

311.  Respecto a la sentencia TC/0168/13, es necesario recordar que la 
Corte Interamericana en su jurisprudencia ha establecido que es consciente 
de que las autoridades internas están sujetas al imperio de la ley y, por ello, 
están obligadas a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento 
jurídico56. Pero cuando un Estado es parte de un tratado internacional como 
la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, también 
están sometidos a aquél, lo cual les obliga a velar porque los efectos de las 
disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación de 
normas contrarias a su objeto y fin. Los jueces y órganos vinculados a la 
administración de justicia en todos los niveles, están en la obligación de 
ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas internas 
y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta 
tarea, los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia deben 
tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación 
que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la 
Convención Americana57. 

312.  En la sentencia TC/0168/13 el Tribunal Constitucional indicó 
que resulta conforme a derecho, de acuerdo al texto del artículo 11.1 de la 
Constitución de 1966, y en general al derecho constitucional dominicano a 
partir de 1929, aplicar como excepción a la adquisición de la nacionalidad 
dominicana por ius soli, el hecho de que los padres de la persona nacida 
en territorio dominicano sean extranjeros que residen irregularmente en 
el país58. Partiendo de ese entendimiento, el Tribunal Constitucional en el 
quinto punto resolutivo de la sentencia TC/0168/13 ordenó lo siguiente: 

55.  Además, como se indicó, el 9 de junio de 2014, el Estado presentó, como “hechos supervinientes” 
actos que hacen referencia a la sentencia TC/0168/13. Se trata del “Decreto No. 327-13, del 29 de 
noviembre de 2013” y la “Ley No. 169-14, del 23 de mayo de 2014”. En primer término, debe señalarse 
de la presentación por parte del Estado de tales hechos a la Corte se infiere que aquél los considera 
pertinentes en relación con el caso sub examine, aunque no desarrolló argumentos sobre cómo incidían 
en el mismo. La Corte advierte que las citadas normas consideran, entre sus fundamentos, a la sentencia 
TC/0168/13, y la Ley No. 169-14 lo hace, en sus “Considerandos” de forma principal. Esto reafirma 
que, pese a que en su momento el Estado se opuso a que la Corte examine dicha sentencia del Tribunal 
Constitucional, la misma resulta relevante para el presente caso.
56.  Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154, párr. 124, y Caso García Cruz y Sánchez 
Silvestre Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C 
No. 273, nota a pie de página 76. 
57.  Cfr. Caso Liakat Alibux Vs. Suriname, párr. 87.
58.  En cuanto al derecho constitucional dominicano, es pertinente dejar sentado que los representantes 
señalaron que el criterio de interpretación de la expresión “en tránsito” inserto en el artículo 11 
constitucional de la Constitución de 1994 que a su entender, crea una injustificada distinción de trato, 
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Quinto: disponer, además, que la Junta Central Electoral ejecute las medidas que 
se indican a continuación: (i) Efectuar una auditoría minuciosa de los libros-registros 
de nacimientos del Registro Civil de la República Dominicana desde el (21 de junio de 
1929) hasta la fecha, dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de 
esta sentencia (y renovable hasta un año más al criterio de la Junta Central Electoral) 
para identificar e integrar en una lista documental y/o digital a todos los extranjeros 
inscritos en los libros-registros de nacimientos del Registro Civil de la República 
Dominicana; (ii) Consignar en una segunda lista los extranjeros que se encuentran 
irregularmente inscritos por carecer de las condiciones requeridas por la Constitución 
de la República para la atribución de la nacionalidad dominicana por ius soli, la cual 
se denominará Lista de extranjeros irregularmente inscritos en el Registro Civil de la 
República Dominicana. (iii) Crear libros-registro especial anuales de nacimientos de 
extranjeros desde el veintiuno (21) de junio de mil novecientos veintinueve (1929) 
hasta el dieciocho (18) de abril de dos mil siete (2007), fecha en que la Junta Central 
Electoral puso en vigencia el Libro Registro del Nacimiento de Niño (a) de Madre 
Extranjera No Residente en la República Dominicana mediante Resolución. 02-2007; y, 
luego, transferir administrativamente los nacimientos que figuran en la Lista de extranjeros 
irregularmente inscritos en el Registro Civil de la República Dominicana a los nuevos libros-
registros de nacimientos de extranjeros, según el año que corresponda a cada uno de ellos. 
(iv) Notificar todos los nacimientos transferidos de conformidad con el párrafo anterior 
al Ministerio de Relaciones Exteriores, para que este, a su vez, realice las notificaciones 
que correspondan, tanto a las personas que conciernan dichos nacimientos, como a 
los consulados y/o embajadas o delegaciones diplomáticas, según el caso, para los fines 
legales pertinentes59 (Itálica añadida). 

fue incorporado textualmente en la Constitución de 2010, que excluye del derecho a la nacionalidad a los 
hijos de quienes “residan ilegalmente en el territorio dominicano”. Pese a ello, no han argumentado que 
la constitución haya sido aplicada o incida de algún otro modo en el goce de los derechos de las presuntas 
víctimas, ni han efectuado alegaciones sobre la eventual vulneración del artículo 2 de la Convención 
Americana, o de otras normas del tratado, a partir del texto constitucional de 2010. Tampoco surge de 
los hechos del caso que esté demostrada una aplicación directa del texto constitucional de 2010 a las 
presuntas víctimas, ni tampoco otra forma de incidencia directa de aquél en la situación de éstas.
59.  En la sentencia TC/0168/13, el Tribunal Constitucional notó: “Respecto a las medidas que deben 
ser adoptadas, el Tribunal Constitucional estima lo siguiente […] la Ley de Migración núm. 285 (de 
2004) […y] el Reglamento de Migración núm. 631 (de 2011) […] reemplazaron la Ley núm. 95, de 
[…] 1939, y su Reglamento núm. 279, del mismo año, que tuvieron vigencia durante un lapso próximo 
a setenta años; período demasiado largo en que la imprevisión legislativa propició la creación de las 
condiciones que han incidido negativamente en el Registro Civil Dominicano. No obstante, felizmente, 
el país dispone hoy de esos dos importantes instrumentos legales, cuyas normativas albergan las soluciones 
para la problemática migratoria actual y la recuperación, de la confiabilidad de nuestro sistema registral.” 
Tras referirse detalladamente al contenido de las referidas (y otras) nuevas fuentes normativas, el Tribunal 
Constitucional procedió a considerar: “En ese orden de ideas, conviene señalar que los elementos que 
configuran la especie obligan al Tribunal Constitucional a adoptar medidas que trascienden la situación 
particular de la señora Juliana Dequis (o Deguis) Pierre, otorgando a esta sentencia efectos inter comunia, 
puesto que tiende a proteger los derechos fundamentales de un amplísimo grupo de personas inmersas 
en situaciones que desde el punto de vista fáctico y jurídico coinciden o resultan similares a la de la 
recurrente. En ese sentido, el Tribunal [Constitucional] estim[ó] que, en casos como el que ocup[ó su] 
atención, la acción de amparo rebasa el ámbito de la vulneración particular que reclama la accionante, 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2015 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Consejo de Europa - Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/mAaDJU



DIÁLOGO TRANSATLÁNTICO: SELECCIÓN DE JURISPRUDENCIA DEL  
TRIBUNAL EUROPEO Y LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

508

313.  La Corte considera que lo transcrito anteriormente refleja la orden 
de una política general que aplica retroactivamente, según el mandato 
del Tribunal Constitucional, a todas las personas nacidas en República 
Dominicana desde el 21 de junio de 1929, entre quienes se encuentran 
las víctimas de este caso. El Estado, además, ha informado que la misma es 
vinculante para los poderes públicos y todos los órganos del Estado, y que 
ha “puesto en marcha diferentes acciones” para su cumplimiento.

314.  La Corte concluye, entonces, que la sentencia TC/0168/13 trae 
aparejada una medida de carácter general que afectaría a las presuntas 
víctimas en el goce de sus derechos. Así, privaría de seguridad jurídica en 
el disfrute de su derecho a la nacionalidad a quienes tienen la nacionalidad 
dominicana y disponían en el momento en que fueron llevados fuera de 
República Dominicana, de documentación oficial para acreditar tal calidad: 
Willian Medina Ferreras, Awilda Medina, Luis Ney Medina, Carolina Isabel 
Medina y Rafaelito Pérez Charles. Lo anterior, debido a que sus actas de 
nacimiento o su inscripción en los registros de nacimiento serán sometidos 
a la revisión de la Junta Central Electoral que podría ser que se encuentren 
“irregularmente inscritos”. Esto menoscaba, asimismo, los derechos al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, y al nombre, así como por el 
conjunto de dichas violaciones el derecho a la identidad. 

315.  Ahora bien, la sentencia TC/0168/13 ha ordenado una política 
retroactiva sobre la base del entendimiento de que el orden jurídico interno 
anterior a 2010 preveía la imposibilidad de adquirir la nacionalidad domi
nicana con base en el ius soli a personas nacidas en territorio dominicano 
cuyos padres sean extranjeros que residen irregularmente en el país. Por ello, 
dada la distinción que resulta entre tales personas y otras también nacidas en 
territorio dominicano, corresponde verificar si las presuntas víctimas vieron 
menoscabado su derecho a la igualdad ante la ley. 

316.  La Corte considera que dada la diferencia de trato señalada, basada 
en regulaciones normativas (o en prácticas o decisiones que determinen 
su aplicación o interpretación), entre personas nacidas en el territorio de 
República Dominicana, corresponde al Estado demostrar que tal trato 
diferenciado no implica, respecto al grupo de personas que habiendo nacido 
en territorio dominicano no puede adquirir la nacionalidad de ese país, 
una vulneración del derecho a la igual protección de la ley. Al respecto, 
La Corte ha determinado que una diferencia de trato es discriminatoria 

y que su mecanismo de tutela debe gozar del poder expansivo y vinculante que permita extender la 
protección de los derechos fundamentales a otras personas ajenas al proceso que se encuentren en 
situaciones análogas.” (Cfr. Tribunal Constitucional, sentencia TC/0168/13, páginas. 91 a 97).
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cuando la misma no tiene una justificación objetiva y razonable60, es decir, 
cuando no persigue un fin legítimo y no existe una relación razonable de 
proporcionalidad entre los medios utilizados y el fin perseguido61.

317.  Al respecto, la Corte advierte que el Tribunal Constitucional, en la 
sentencia TC/0168/13, como ya fue referido, indicó que a diferencia de los 
hijos de extranjeros que “obtengan un permiso de residencia legal”, “[l]os 
extranjeros que […] se encuentran en situación migratoria irregular […] no 
podrían invocar que sus hijos nacidos en el país tienen derecho a obtener 
la nacionalidad dominicana […] en vista de que resulta jurídicamente 
inadmisible fundar el nacimiento de un derecho a partir de una situación 
ilícita de hecho”. La Corte Interamericana nota, por una parte, que el 
argumento sobre la “situación ilícita” del extranjero que “se encuentra 
en situación migratoria irregular” se refiere a los extranjeros en situación 
irregular, y no a sus hijos. Es decir, la diferencia entre las personas nacidas 
en territorio dominicano que son hijas de extranjeros no se hace con base 
en una situación atinente a ellas, sino con base en la diferente situación 
de sus padres en cuanto a la regularidad o irregularidad migratoria. Por 
ello, tal diferenciación entre la situación de los padres, en sí misma, no 
resulta una explicación de la motivación o finalidad de la diferencia de trato 
entre personas que nacieron en el territorio dominicano. Por ende, la Corte 
entiende como insuficientes los argumentos plasmados en la sentencia 
TC/0168/13, pues no permiten dilucidar cuál es el fin perseguido con la 
distinción analizada y, por lo tanto, impiden apreciar la razonabilidad y 
proporcionalidad de la misma. 

318.  Como ya se ha hecho mención, un límite a la facultad estatal de 
determinar quiénes son nacionales, es el deber de brindar a los individuos una 
protección igualitaria y efectiva de la ley sin discriminación. Este Tribunal 
no encuentra motivos, entonces, para apartarse de lo dicho en su Sentencia 
sobre el caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, en el sentido 
de que “el estatus migratorio de una persona no se transmite a sus hijos”62. 
Así, la introducción del criterio de la situación de estancia irregular de los 
padres como una excepción a la adquisición de la nacionalidad en virtud 
del ius solis, termina por revelarse discriminatorio como tal en República 

60.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. OC-17/02, párr. 46; Condición Jurídica y 
Derechos de los Migrantes Indocumentados. OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003, párr. 84, y Caso 
Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, párr. 200.
61.  Cfr. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) 
Vs. Chile, párr. 200. (En dicha sentencia se cita la siguiente jurisprudencia: TEDH, Caso D.H. y otros 
Vs. República Checa, No. 57325/00. Sentencia de 13 de noviembre de 2007, párr. 196, y TEDH, Caso 
Sejdić y Finci Vs. Bosnia y Herzegovina, Nos. 27996/06 y 34836/06. Sentencia del 22 de diciembre de 
2009, párr. 42).
62.  Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 156.
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Dominicana, cuando se aplica en un contexto que previamente se ha 
señalado como discriminatorio de la población dominicana de ascendencia 
haitiana, que a su vez resulta ser un grupo desproporcionadamente afectado 
por la introducción del criterio diferenciado63. De lo anterior resulta una 
violación del derecho a la igualdad ante la ley reconocido en el artículo 24 
de la Convención. 

319.  Por otra parte, como se indicó, el 9 de junio de 2014 el Estado 
presentó, como “hecho superviniente”, la “Ley No. 169-14 de 23 de mayo 
de 2014”64, reglamentada por el Decreto No. 250-14. Dada la estrecha 
conexión que tienen estas normas con la sentencia TC/0168/13, este 
Tribunal estima necesario referirse a las mismas. 

320.  La Ley No. 169-14 en sus consideraciones, señala que la norma 
tiene por base lo establecido en la sentencia TC/0168/13 y que, en tal 
sentido, “regularizar] actas del estado civil no implica una negación ni un 
cuestionamiento a la interpretación dada por el Tribunal Constitucional”. 
En su articulado, la ley distingue la situación de ciertas personas inscritas en 
el Registro Civil de otras que no lo están. 

321.  Respecto a las primeras, la Ley No. 169-14 ordena en el artículo 2 
“regularizar […] las actas de las personas que”, según indica el artículo 
anterior en su apartado “a”, son “hijos de padres y madres extranjeros no 
residentes nacidos en territorio nacional durante el período comprendido 

63.  Al respecto, aunado a las referencias ya hechas sobre el contexto del presente caso, interesa señalar 
en su sentencia TC/1068/13 el Tribunal Constitucional ha indicado no sólo que la migración haitiana 
en República Dominicana es mayor que la proveniente de otros países, sino también que un porcentaje 
muy alto de esa migración haitiana es irregular. Así, ha aseverado en la sentencia mencionada, que 
“[l]os extranjeros originarios de otros países diferentes a Haití ascienden a cien mil seiscientas treinta 
y ocho (100,638) personas, mientras que los de origen haitiano suman seiscientos sesenta y ocho mil 
ciento cuarenta y cinco (668,145). […Los] inmigrantes haitianos y sus descendientes […] constituyen 
el 6,87% de la población que habita en el territorio nacional. De acuerdo con informaciones publicadas 
por la prensa dominicana, la Dirección General de Migración de la República Dominicana sólo tiene 
legalmente registrados la cantidad de once mil (11,000) inmigrantes haitianos, lo cual representa un 
ínfimo 0,16% del total”. La población haitiana y de ascendencia haitiana en República Dominicana 
es, entonces, mayor que la población extranjera o de ascendencia extranjera cuyo origen sea de otros 
países y, además, un porcentaje de migrantes haitianos no se encuentran “legalmente registrados”; por 
otra parte, ya se ha hecho referencias contextuales sobre la situación de dificultad para la obtención 
de documentación personal y la vulnerabilidad de las personas haitianas o de ascendencia haitiana en 
República Dominicana.
64.  El Estado, en la misma oportunidad, también presentó como hecho superviniente el Decreto 
No. 327-13, que señala que su dictado obedece a una orden del Tribunal Constitucional en la referida 
sentencia. El Decreto establece los “términos y condiciones” para que los extranjero[s] que se encuentre[n] 
radicado[s] en el territorio [dominicano] en condición irregular, puedan adquirir un “estatus de legalidad 
documental bajo […] la Ley General de Migración No. 285-04”. Sus disposiciones, en tanto refieren a 
“extranjeros” y a las condiciones para la regularización de su permanencia en territorio dominicano, no 
se vinculan a la cuestión del derecho a la nacionalidad y, por lo tanto, no son susceptibles de afectar en 
ese aspecto a las presuntas víctimas. Por tal razón, no es pertinente que la Corte analice el conjunto de 
la norma en cuestión.
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entre el 16 de junio de 1929 al 18 de abril de 2007 inscritos en los libros del 
Registro Civil dominicano [con] base [en] documentos no reconocidos por 
las normas vigentes para esos fines al momento de la inscripción”. No se ha 
allegado a la Corte elementos suficientes que le permitan tener constancia 
de que presuntas víctimas estén en la situación señalada, por lo que no es 
pertinente el análisis de los artículos 2 a 5 de la Ley No. 169-14 referidos a 
las personas aludidas en el apartado “a” de su artículo 165.

322.  En cuanto a los hijos “de padres extranjeros en situación migratoria 
irregular que habiendo nacido en el territorio nacional no figure[n] inscritos 
en el Registro Civil [d]ominicano” (artículo 6, de términos concordantes 
al artículo 1 apartado “b”), la Ley No. 169-14 prevé, en su sexto artículo 
que “podrá[n] registrarse en el libro para extranjeros contemplado en la Ley 
General de Migración No. 285-04”. De acuerdo al artículo 6 de la Ley No. 
169-14 y del artículo 3 de su reglamento, el Decreto No. 250-14, existe un 
plazo de 90, días desde la entrada en vigencia del Reglamento, para que las 
personas interesadas presenten la solicitud para “beneficiarse del registro de 
extranjeros”. Cumplidos ciertos recaudos, a partir de tal registro las personas 
pueden “acogerse a lo establecido en el Decreto No. 327-13”, que norma 
el “Plan Nacional de Regularización de Extranjeros en situación migratoria 
irregular”. La ley también prevé, en su artículo 8, la “[n]aturalización” de 
los “hijos de extranjeros nacidos en la República Dominicana, regularizados 
de conformidad lo dispuesto en el Decreto No. 327-13. El artículo  11, 
finalmente, establece que la vigencia de las disposiciones relativas a las 
personas referidas que no figuren inscritas en el Registro Civil [d]ominicano, 
así como a la “naturalización”, será “mientras dure la ejecución del Plan 
Nacional de Regularización de extranjeros en situación migratoria irregular”, 
y el artículo 3 del Decreto No. 327-13 indica que “[e]l extranjero que desee 
acogerse al plan, deberá hacer su solicitud dentro de un plazo de dieciocho 
(18) meses, contados desde la puesta en vigencia del mismo”66. 

65.  En tal sentido, los representantes, el 17 de junio de 2014, al presentar observaciones al respecto, 
sólo señalaron que estarían en la situación contemplada “algunas de las [presuntas] víctimas del presente 
caso, que si bien tuvieron en algún momento un documento de identidad, se vieron imposibilitad[a]s, 
por la situación de discriminación y arbitrariedad existentes, de registrar a sus hijos. En esta situación se 
encontraría una de las hijas de Antonio Sensión”. Los representantes, aunque aludieron a “algunas” de 
las presuntas víctimas, no aclararon a quiénes se referían. Por otra parte, la referencia a una de las hijas 
de Antonio Sensión, es confusa, pues por el modo en que fue expresada no sólo no indica de qué hija se 
trata, sino tampoco si ella está en la “situación” de “v[erse] imposibilitada” de “registrar a sus hijos”, o si 
es ella misma quien no pudo ser “registrada”. Los señalamientos de los representantes son insuficientes 
para que este Tribunal proceda a un examen del asunto. 
66.  Otras disposiciones de la Ley No. 169-14, como son los artículos 9 y 10, respectivamente, 
establecen normas sobre “sanciones” por “falsedad[es]” al realizar una solicitud de registro de extranjeros, 
o “falsedades en escritura pública o cualquier otra infracción penal incurrida por Oficiales del Estado 
Civil”. El artículo 12 indica que “[e]l Poder Ejecutivo dictará el reglamento de aplicación de lo dispuesto 
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323.  La Corte nota que la Ley No. 169-14, al igual que la sentencia 
TC/0168/13 en la cual se basa, parte de considerar extranjeras a las personas 
nacidas en territorio dominicano que sean hijas de extranjeros en situación 
irregular. Ese entendimiento, aplicado a personas que nacieron antes de 
la reforma constitucional de 2010, implica en los hechos, una privación 
retroactiva de la nacionalidad que, en relación con presuntas víctimas 
del presente caso, ya se determinó contrario a la Convención. Sentado lo 
anterior, debe analizarse lo señalado en la Ley No. 169-14 en relación con 
la posible afectación de los derechos de Víctor Jean, Miguel Jean, Victoria 
Jean (fallecida) y Natalie Jean, quienes nunca accedieron al registro referido 
por la ley. 

324.  El Tribunal nota que la Ley No. 169-14 implica un obstáculo a la 
plena vigencia del derecho a la nacionalidad de las víctimas. En tal sentido, no 
sólo conceptualmente parte de considerarlas extranjeras. Además prescribe 
respecto a ellas la posibilidad, si presentan la solicitud correspondiente 
en el plazo de 90 días, de que se sometan a un plan de “regularización de 
extranjeros” establecido por el ya señalado Decreto No. 327-13. Ello, en su 
caso, puede derivar en un proceso de “naturalización” que, por definición, 
es contrario a la adquisición de la nacionalidad de pleno derecho por el 
hecho del nacimiento en territorio estatal. Si bien lo anterior aparentemente 
podría tener por resultado que las personas en cuestión “adquieran” la 
nacionalidad dominicana, ello, precisamente, resulta de darles un trato de 
extranjeros que no se condice con la plena observancia de su derecho a 
la nacionalidad al que debieron acceder desde su nacimiento. Por tanto, 
someter a las personas referidas a una posibilidad, sólo por un limitado 
tiempo, de acceder a un proceso que eventualmente puede derivar en la 
“adquisición” de una nacionalidad que en realidad ya deberían detentar, 
implica someterlas a un obstáculo en el goce de su derecho a la nacionalidad. 
Por lo tanto, en este aspecto, la Ley No. 169-14, en sus artículos 6, 8 y 11, 
resulta un acto violatorio de las obligaciones convencionales, inclusive de 
adoptar disposiciones de derecho interno, en relación con los derechos al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, al nombre y a la nacionalidad, 
así como, en relación con tales derechos, el derecho a la identidad, en 
perjuicio de Víctor Jean, Miguel Jean, Victoria Jean y Natalie Jean. A su 

en los capítulos II y III de esta ley [referidos al “registro [de] hijos de extranjeros nacidos en la República 
Dominicana”,(artículos 6 y 7), y a “la naturalización” (artículo 8)], en un plazo no mayor de sesenta 
(60) días a partir de la fecha de su promulgación, reglamento que entre otras disposiciones contendrá los 
medios a través de los cuales se acreditará el hecho del nacimiento así como las adecuaciones pertinentes 
al Plan Nacional de Regularización de extranjeros en situación migratoria irregular para estas personas”. 
Por último, el artículo 13 de la Ley No. 169-14, establece que “[l]o dispuesto en la presente ley no 
generará tasa o costo alguno a cargo de los beneficiarios”.
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vez, por motivos análogos a los ya expresados, vulnera el derecho a la igual 
protección de la ley.

325.  En conclusión, la sentencia TC/0168/13, dados sus alcances 
generales, constituye una medida que incumple con el deber de adoptar 
disposiciones de derecho interno, normado en el artículo 2 de la Convención 
Americana, en relación con los derechos al reconocimiento de la personalidad 
jurídica, al nombre y a la nacionalidad reconocidos en los artículos 3, 18 y 
20, respectivamente, del mismo Tratado, y en relación con tales derechos, 
el derecho a la identidad, así como el derecho a la igual protección de la 
ley reconocido en el artículo 24 de la Convención Americana; todo ello 
en relación con el incumplimiento de las obligaciones establecidas en el 
artículo 1.1 del mismo tratado. Dicho incumplimiento afectó los derechos 
indicados en perjuicio de Willian Medina Ferreras, Awilda Medina, Luis 
Ney Medina, Carolina Isabel Medina (fallecida) y Rafaelito Pérez Charles. 
Por otra parte, en los términos señalados, mediante los artículos 6, 8 y 11 
de la Ley No. 169-14 el Estado vulneró las mismas normas convencionales 
señaladas anteriormente, en perjuicio de Víctor Jean, Miguel Jean, Victoria 
Jean (fallecida) y Natalie Jean.

[…]

IX.  �DERECHOS A LA LIBERTAD PERSONAL, A LAS GARANTÍAS 
JUDICIALES, DE CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA Y A LA 
PROTECCIÓN JUDICIAL, EN RELACIÓN CON LOS DERECHOS 
DEL NIÑO Y LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR LOS DERECHOS 
SIN DISCRIMINACIÓN

[…]

B.  Consideraciones de la Corte

[…]
344.  Previamente en consideración de las características del presente 

caso, la Corte resalta que diez de las presuntas víctimas que fueron privadas 
de libertad y luego expulsadas eran niñas y niños, en el momento de los 
hechos, a saber: Luis Ney Medina, Awilda Medina, Carolina Isabel Medina, 
Antonio Fils-Aimé, Endry Fils-Aimé, Diane Fils-Aimé, Markenson Jean, 
Miguel Jean, Victoria Jean y Natalie Jean. Al respecto, de los hechos del 
presente caso no se desprende que el Estado haya tomado medidas especiales 
de protección orientadas en el principio del interés superior a favor de las 
niñas y niños afectados. Las referidas niñas y niños recibieron un trato igual 
a los adultos durante la privación de libertad y posterior expulsión, sin 
consideración alguna de su condición especial. 
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345.  Por otra parte, respecto de las presuntas víctimas Bersson Gelin, 
Jeanty Fils-Aimé, Nené Fils-Aimé, Diane Fils-Aimé, Antonio Fils-Aimé, 
Endry Fils-Aimé, la Corte no puede determinar con certeza dónde nacieron, 
por lo cual no puede analizar, respecto de ellos, la alegada violación al 
artículo 22 de la Convención, en ninguno de sus incisos. No obstante, a 
excepción de Nené Fils-Aimé, la Corte ya estableció que dichas presuntas 
víctimas fueron efectivamente privadas de su libertad y expulsadas del 
territorio dominicano a Haití, por lo cual examinará la presunta violación 
de los artículos 7, 8 y 25 de la Convención, en relación con ellos. En 
cuanto a Nené Fils-Aimé no se ha acreditado un sustento fáctico suficiente 
que permita analizar la presunta violación en su perjuicio de las normas 
indicadas. 

B.1.  �Garantías mínimas en procedimientos migratorios que pueden 
implicar medidas privativas de libertad y la expulsión o 
deportación 

B.1.1.  Consideraciones generales

346.  Debe recordarse que la Corte ha mantenido que el artículo 7 de la 
Convención Americana contiene una regulación general, establecida en el 
primer numeral, según la cual “[t]oda persona tiene el derecho a la libertad 
y a la seguridad personales”, y otra regulación, de carácter específico, que 
se compone de garantías que protegen el derecho a no ser privado de la 
libertad ilegalmente (art. 7.2) o arbitrariamente (art. 7.3), a conocer las 
razones de la detención y los cargos formulados en contra del detenido (art. 
7.4), al control judicial de la privación de la libertad (art. 7.5) y a impugnar 
la legalidad de la detención (art. 7.6)67. En lo que concierne la obligación 
general, la Corte ha reiterado que “cualquier violación de los numerales 2 al 
7 del artículo 7 de la Convención acarreará necesariamente la violación del 
artículo 7.1 de la misma”68.

347.  Asimismo, la Corte ha señalado que cualquier restricción al 
derecho a la libertad personal debe darse únicamente por las causas y en 
las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas o 
por las leyes dictadas conforme a ellas (aspecto material), y además, con 
estricta sujeción a los procedimientos objetivamente definidos en la misma 
(aspecto formal)69. Además, el Tribunal ha reiterado que toda detención, 

67.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 51, y Caso J. Vs. Perú, párr. 125. 
68.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador, párr. 54, y Caso J. Vs. Perú, párr. 125.
69.  Cfr. Caso Gangaram Panday Vs. Suriname. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de enero de 
1994. Serie C No. 16, párr. 47, y Caso García y Familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de octubre de 2012. Serie C No. 258, párr. 100.
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independientemente del motivo o duración de la misma, tiene que ser 
debidamente registrada en el documento pertinente, señalando con claridad 
las causas de la detención, quién la realizó, la hora de detención y la hora 
de su puesta en libertad, así como la constancia de que se dio aviso al juez 
competente, como mínimo, a fin de proteger contra toda interferencia ilegal 
o arbitraria de la libertad física70. Lo contrario constituye una violación 
de los derechos consagrados en los artículos 7.1 y 7.2 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de este instrumento71.

348.  Además, la Corte ha indicado que las razias y las detenciones 
programadas y colectivas, que no se encuentran fundadas en la indi
vidualización de conductas punibles y que carecen del control judicial, son 
incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales, entre otros, 
son contrarias a la presunción de inocencia, coartan indebidamente la 
libertad personal y transforman la detención preventiva en un mecanismo 
discriminatorio, por lo que el Estado no puede realizarlas, en circunstancia 
alguna72. 

349.  Por otra parte, la Corte ha señalado que el derecho a las garantías 
judiciales, consagrado en el artículo 8 de la Convención Americana, se 
refiere al conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias 
procesales a efectos de que las personas estén en condiciones de defender 
adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del Estado, adoptado por 
cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, que 
pueda afectarlos73. Así, en su jurisprudencia constante, la Corte ha reiterado 
que “si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula “Garantías 
Judiciales”, su aplicación no se limita a los recursos judiciales en sentido 
estricto”74. Más bien, el “elenco de garantías mínimas del debido proceso 
legal” se aplica en la determinación de derechos y obligaciones de orden “civil, 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”75. Es decir, “cualquier actuación 

70.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 53, y Caso García y Familiares 
Vs. Guatemala, párr. 100. 
71.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 54, y Caso García y Familiares 
Vs. Guatemala, párr. 100. 
72.  Cfr. Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. 
Serie C No. 100, párr. 137, y Caso Servellón García y otros Vs. Honduras. Sentencia 21 de septiembre de 
2006. Serie C No. 152, párrs. 93 y 96. 
73.  Cfr. Caso del Tribunal Constitucional, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001. 
Serie C No. 71, párr. 69, y Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, párr. 130.
74.  Cfr. Garantías judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, párr. 27, 
y Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr. 166.
75.  Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, párr. 70, y Caso Familia Pacheco Tineo 
Vs. Bolivia, párr. 130. 
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u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea administrativo, 
sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso legal”76.

B.1.2.  Estándares relacionados con procesos de expulsión 

350.  En materia migratoria, la Corte ha señalado que en el ejercicio 
de su facultad de fijar políticas migratorias77 los Estados pueden establecer 
mecanismos de control de ingreso a su territorio y salida de él con 
respecto a personas que no sean nacionales suyas, siempre que dichas 
políticas sean compatibles con las normas de protección de los derechos 
humanos establecidas en la Convención Americana. Es decir, si bien los 
Estados guardan un ámbito de discrecionalidad al determinar sus políticas 
migratorias, los objetivos perseguidos por las mismas deben respetar los 
derechos humanos de las personas migrantes78.

351.  En este sentido, la Corte ha sostenido que “el debido proceso 
debe ser garantizado a toda persona independientemente del estatus 
migratorio”, puesto que “[e]l amplio alcance de la intangibilidad del debido 
proceso se aplica no solo ratione materiae sino también ratione personae sin 
discriminación alguna”79, y prosiguiendo el objetivo que “los migrantes 
tengan la posibilidad de hacer valer sus derechos y defender sus intereses en 
forma efectiva y en condiciones de igualdad procesal con otros justiciables”80.

76.  Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de febrero 
de 2001. Serie C No. 72, párr. 124, y Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, párr. 130.
77.  La política migratoria de un Estado está constituida por todo acto, medida u omisión institucional 
(leyes, decretos, resoluciones, directrices, actos administrativos, etc.) que versa sobre la entrada, salida 
o permanencia de población nacional o extranjera dentro de su territorio. Cfr. Condición Jurídica y 
Derechos de los Migrantes Indocumentados. OC-18/03, párr. 163, y Caso Vélez Loor Vs. Panamá, párr. 97.
78.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 
17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18, párr. 168; Caso Vélez Loor Vs. Panamá, párr. 97, y Derechos y 
Garantías de Niñas y Niños en el Contexto de la Migración y/o Necesidad de Protección Internacional. OC-
21/14, párr. 39. Ver también: Peritaje de Pablo Ceriani Cernadas rendido ante la Corte, en el cual, entre 
otras cosas, manifestó que “[i]ndependientemente de las distintas categorías migratorias que un Estado 
diseñe y ahí, en principio, hay un ámbito de discrecionalidad para desarrollar esas categorías para otorgar 
el permiso de residencia, y esa definición de categorías y la forma en que se implementa tiene un desfasaje 
muy importante con la propia realidad de facto de los flujos migratorios, lo que va a derivar en esto y esto 
la experiencia no solo de los países de la región, ni Latinoamérica, es la situación de los Estados Unidos, 
en muchos países de la Unión Europea, de Asia, va a derivar en un número importante de personas en 
situación migratoria regular, lo que sin duda, va a tener un impacto negativo en materia de derechos 
humanos de esas personas, además del impacto que puede tener para políticas, por ejemplo, de desarrollo 
humano y otro tipo de políticas de integración social que el país quiera desarrollar”. (Dictamen pericial 
de Pablo Ceriani Cernadas rendido ante la Corte durante la audiencia pública celebrada los días 7 y 8 de 
octubre de 2013). 
79.  Cfr. Condición jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. OC-18/03, párr. 122, y Caso 
Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 159.
80.  Cfr. El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido 
Proceso Legal. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. Serie A No. 16, párrs. 117 
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352.  La Corte estima conveniente destacar que normas, y órganos 
internacionales de protección de los derechos humanos coinciden en señalar 
garantías mínimas aplicables a dicho tipo de procesos81.

353.  Así, por ejemplo, en el ámbito del sistema universal de protección 
de los derechos humanos, el artículo 13 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos82 señala que:

[e]l extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado Parte en el presente 
Pacto sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada 
conforme a la ley; y, a menos que razones imperiosas de seguridad nacional se opongan 
a ello, se permitirá a tal extranjero exponer las razones que lo asistan en contra de su 
expulsión, así como someter su caso a revisión ante la autoridad competente o bien 
ante la persona o personas designadas especialmente por dicha autoridad competente, 
y hacerse representar con tal fin ante ellas.

354.  El Comité de Derechos Humanos, interpretando dicha norma, de
terminó que “los derechos establecidos en [dicho] artículo 13 sólo protegen 
a los extranjeros que se encuentren lícitamente en el territorio de un Estado 
Parte[.] No obstante, si la cuestión controvertida es la licitud de su entrada o 
permanencia, toda decisión a este respecto que desemboque en su expulsión 
o deportación debe adoptarse con arreglo a lo previsto en el artículo 13”83.

y 119; Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 159, y Derechos y Garantías de Niñas 
y Niños en el Contexto de la Migración y/o en Necesidad de Protección Internacional. OC-21/14, párr. 113.
81.  Mutatis mutandis, Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 160. 
82.  El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos fue ratificado por la República Dominicana 
el 4 de enero de 1978. 
83.  Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 15 relativa a la situación de los extranjeros 
con arreglo al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Aprobada en el 27 período de sesiones 
1986, párr. 9. En cuanto a sistemas regionales de protección de los derechos humanos, la Comisión 
Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos ha considerado que: [...] es inaceptable deportar 
a individuos sin darles la posibilidad de argumentar su caso ante las cortes nacionales competentes, 
ya que ello es contrario al espíritu y texto de la Carta [Africana de los Derechos Humanos y de los 
Pueblos] y del derecho internacional. (Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, 
Comunicación No. 159/96, Sesión Ordinaria No. 22, 11 de noviembre de 1997, párr. 20.). Por ende, 
en casos de procesos de expulsiones durante los cuales no se observaron las garantías mínimas del debido 
proceso, la Comisión Africana frecuentemente ha determinado una violación a los derechos protegidos 
en el artículo 7.1(a) de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (“Todo individuo 
tiene derecho a que sea visto su caso, lo cual implica: a) derecho de apelación a órganos nacionales 
competentes contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos y garantizados por los 
convenios, leyes, reglamentos y costumbres vigentes”) y, en algunos casos, el artículo 12.4 de ese tratado 
(“Un extranjero legalmente admitido en un territorio de un Estado firmante de la presente Carta, sólo 
puede ser expulsado de él en virtud de una decisión tomada de conformidad con la ley”). (Ver por 
ejemplo: Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, Comunicación No. 313/05, Sesión 
Ordinaria No. 47 del 12 al 26 de mayo de 2010, párr. 205; Comisión Africana de Derechos Humanos y 
de los Pueblos, Comunicaciones 27/89, 46/91, 49/91, 99/93, Sesión Ordinaria No. 20, 31 de Octubre 
de 1996, párr. 34: “By expelling these refugees from Rwanda, without giving them the opportunity 
to be heard by the national judicial authorities, the government of Rwanda has violated article 7.1 of 
the Charter.”; Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, Comunicación No. 71/92, 
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355.  Finalmente, la Comisión de Derecho Internacional en su proyecto 
de artículos sobre la protección de derechos humanos de las personas expul
sadas o en vías de expulsión ha expresado que dichas personas deben recibir 
las siguientes garantías procesales: a) condiciones mínimas de detención 
durante el procedimiento; b) derecho a ser notificado de la decisión de 
expulsión; c) derecho a recurrir y a tener acceso a recursos eficaces para 
recurrir la decisión de expulsión; d) derecho a ser oído por una autoridad 
competente; e) a estar representado ante dicha autoridad competente; f ) 
derecho a contar con la asistencia gratuita de un intérprete, y g) asistencia 
consular84. 

356.  En consideración de las pautas señaladas y las obligaciones 
asociadas con el derecho a las garantías judiciales, la Corte ha considerado 
que un proceso que pueda resultar en la expulsión de un extranjero, debe ser 
individual, de modo a evaluar las circunstancias personales de cada sujeto 
y cumplir con la prohibición de expulsiones colectivas. Asimismo, dicho 
procedimiento no debe resultar discriminatorio en razón de nacionalidad, 
color, raza, sexo, lengua, religión, opinión política, origen social u otro 
estatus, y la persona sometida a él ha de contar con las siguientes garantías 

Sesión Ordinaria No. 20, 31 de Octubre de 1996, párr 30: “the Commission has already established 
that none of the deportees had the opportunity to seize the Zambian courts to challenge their detention 
or deportation. This constitutes a violation of their rights under Article 7 of the Charter and under 
Zambian national law.”; Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, Comunicación 
No. 212/98, Sesión Ordinaria No. 25, 5 de Mayo de 1999, párr. 61: “The Zambian government by 
denying Mr. Chinula the opportunity to appeal his deportation order has deprived him of a right to 
fair hearing which contravenes all Zambian domestic laws and international human rights laws.”). En el 
sistema europeo de protección de los derechos humanos, el artículo 1.1 del Protocolo No. 7 al Convenio 
Europeo establece una serie de garantías específicas de procedimiento en caso de expulsión de extranjeros 
legalmente residiendo en el territorio de un Estado Miembro. Así, deberá permitírsele al extranjero: 
a) exponer las razones que se opongan a su expulsión; b) que su caso sea examinado; y c) hacerse 
representar a tales fines ante la autoridad competente. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en su 
jurisprudencia constante, ha considerado que el derecho a un recurso efectivo (artículo 13 del Convenio 
Europeo para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales: “Toda persona 
cuyos derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio hayan sido violados tiene derecho a 
la concesión de un recurso efectivo ante una instancia nacional, incluso cuando la violación haya sido 
cometida por personas que actúen en el ejercicio de sus funciones oficiales.”), y la posible afectación 
de otros derechos protegidos por el Convenio por la expulsión, como el derecho a la vida (artículo 2), 
al tratamiento humano (artículo 3) y al respeto a la vida privada y familiar (artículo 8), generan la 
obligación del Estado de proporcionar a cada persona sujeta a una decisión de expulsión una posibilidad 
“efectiva” de cuestionar la orden de su deportación o expulsión y a tener su caso examinado con la debida 
diligencia y las garantías procesales mínimas por parte de una autoridad competente, independiente e 
imparcial. (Ver por ejemplo: TEDH, Caso Al-Nashif Vs. Bulgaria, No. 50963/99, Sentencia de 20 de 
septiembre 2002, párr. 133). 
84.  Comisión de Derecho Internacional. Expulsión de extranjeros. Texto de los proyectos de artículo 1 
a 32 aprobados provisionalmente en primera lectura por el Comité de Redacción en el 64° período 
de sesiones, A/CN.4/L.797, 24 de mayo de 2012, artículos 19 y 26; cfr. Caso Nadege Dorzema y otros 
Vs. República Dominicana, párr. 163, y Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, nota a pie de página 157.
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mínimas85: a) ser informada expresa y formalmente de los cargos en su 
contra y de los motivos de la expulsión o deportación. Esta notificación 
debe incluir información sobre sus derechos, tales como: i) la posibilidad de 
exponer sus razones y oponerse a los cargos en su contra, y ii) la posibilidad 
de solicitar y recibir asistencia consular86, asesoría legal y, de ser el caso, 
traducción o interpretación; b) en caso de decisión desfavorable, debe tener 
derecho a someter su caso a revisión ante la autoridad competente y presen
tarse ante ella para tal fin, y c) ser formal y fehacientemente notificada de 
la eventual decisión de expulsión, que debe estar debidamente motivada 
conforme a la ley.

357.  La Corte encuentra necesario reiterar que en los procesos de 
expulsión en dónde se encuentren involucrados niñas y niños, el Estado 
debe observar además de las garantías señaladas anteriormente, otras cuyo 
objetivo sea la protección del interés superior de las niñas y niños, enten
diendo que dicho interés se relaciona directamente con su derecho a la 
protección de la familia y, en particular, al disfrute de la vida de familia 
manteniendo la unidad familiar en la mayor medida posible87. En este 
sentido, cualquier decisión de órgano judicial o administrativo que deba 
decidir acerca de la separación familiar, en razón de la condición migratoria 
de uno a ambos progenitores debe contemplar las circunstancias particulares 
del caso concreto, garantizando así una decisión individual88, debe perseguir 
un fin legítimo de acuerdo con la Convención, ser idónea, necesaria y 
proporcionada89. En la consecución de ese fin, el Estado deberá analizar 
las circunstancias particulares de cada caso, referidas a: a) la historia inmi
gratoria, el lapso temporal de la estadía y la extensión de los lazos del 
progenitor y/o de su familia con el país receptor; b) la consideración sobre la 

85.  Cfr. Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 175, y Caso Familia Pacheco 
Tineo Vs. Bolivia, párr. 133. Ver también peritaje de Pablo Ceriani Cernadas, en el cual se refirió a las 
distintas garantías del debido proceso que deben asegurarse en el marco de un proceso de expulsión. En 
específico señaló que “[l]a expulsión tiene indudablemente naturaleza sancionatoria y de ahí la necesidad 
de asegurar todas la garantías procesales, con el fin de respetar y garantizar los derechos que pueden estar 
en juego en cada caso. Además del Principio de Legalidad que obliga a regular por ley el procedimiento 
a seguir en estos casos, un elemento clave está en la adopción de los mecanismos a aplicar en cada caso, 
de manera individualizada, para examinar detenidamente la infracción que se atribuye a la persona, 
las pruebas y otros elementos de la causa y garantizar, por supuesto, su derecho de defensa.” Dictamen 
pericial de Pablo Ceriani Cernadas rendido en la audiencia pública.
86.  Cfr. Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, Artículo 36.1.b, y El Derecho a la Información 
sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal. OC-16/99, párr. 103.
87.  Cfr. Derechos y Garantías de Niñas y Niños en el Contexto de la Migración y/o en Necesidad de Protección 
Internacional. OC-21/14, párr. 275.
88.  Cfr. Derechos y Garantías De Niñas y Niños en el Contexto de la Migración y/o en Necesidad de 
Protección Internacional. OC-21/14, párr. 281.
89.  Cfr. Derechos y Garantías De Niñas y Niños en el Contexto de la Migración y/o en Necesidad de Protección 
Internacional. OC-21/14, párr. 153.
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nacionalidad90, guarda y residencia de los hijos de la persona que se pretende 
deportar; c) el alcance de la afectación que genera la ruptura familiar debido 
a la expulsión, incluyendo las personas con quiénes vive la niña o el niño, 
así como el tiempo que la niña o el niño ha permanecido en esta unidad 
familiar, y d) el alcance de la perturbación en la vida diaria de la niña o del 
niño si cambiara su situación familiar debido a una medida de expulsión 
de una persona a cargo de la niña o del niño, de forma tal de ponderar 
estrictamente dichas circunstancias a la luz del interés superior de la niña o 
niño en relación con el interés público imperativo que su busca proteger91.

358.  En relación con los procedimientos o medidas que afectan derechos 
fundamentales, como la libertad personal, y que pueden desembocar en la 
expulsión o deportación, la Corte ha considerado que “el Estado no puede 
dictar actos administrativos o adoptar decisiones judiciales sin respetar 
determinadas garantías mínimas, cuyo contenido es sustancialmente coinci
dente con las establecidas en el numeral 2 del artículo 8 de la Convención”92. 

B.1.3.  �Estándares relacionados con medidas privativas de libertad, inclusive 
respecto de niñas o niños, en procedimientos migratorios

359.  La Corte estableció la incompatibilidad con la Convención 
Americana de medidas privativas de libertad de carácter punitivo para el 
control de los flujos migratorios, en particular de aquellos de carácter irre
gular93. Así determinó que la detención de personas por incumplimiento de 
las leyes migratorias nunca debe ser con fines punitivos, de modo tal que 
las medidas privativas de libertad sólo deberán ser utilizadas cuando fuere 
necesario y proporcionado en el caso en concreto a los fines de asegurar 
la comparecencia de la persona al proceso migratorio o para garantizar la 
aplicación de una orden de deportación y únicamente durante el menor 
tiempo posible94. Por lo tanto, “serán arbitrarias las políticas migratorias 
cuyo eje central es la detención obligatoria de los migrantes irregulares, sin 
que las autoridades competentes verifiquen en cada caso en particular, y 
mediante una evaluación individualizada, la posibilidad de utilizar medidas 

90.  Cfr. Derechos y Garantías De Niñas y Niños en el Contexto de la Migración y/o en Necesidad de 
Protección Internacional. OC-21/14, párr. 279.
91.  Cfr. Derechos y Garantías de Niñas y Niños en el Contexto de la Migración y/o en Necesidad de Protección 
Internacional. OC-21/14, párr. 279.
92.  Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, párr. 132. Ver también, Caso Nadege Dorzema y otros 
Vs.  República Dominicana, párr. 157, y Derechos y Garantías de Niñas y Niños en el Contexto de la 
Migración y/o en Necesidad de Protección Internacional. OC-21/14, párr. 112.
93.  Cfr. Caso Vélez Loor Vs. Panamá, párr. 167, y Derechos y Garantías De Niñas y Niños en el Contexto de 
la Migración y/o en Necesidad de Protección Internacional. OC-21/14, párr. 151.
94.  Cfr. Caso Vélez Loor Vs. Panamá, párr. 171, y Derechos y Garantías de Niñas y Niños en el Contexto de 
la Migración y/o en Necesidad de Protección Internacional. OC-21/14, párr. 151.
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menos restrictivas que sean efectivas para alcanzar aquellos fines”95. En este 
sentido, el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria ha manifestado 
que:

En el caso de recurrir a la detención administrativa, habrá que hacerlo como último 
recurso, de acuerdo con el principio de proporcionalidad, en el marco de estrictas 
limitaciones legales y previendo las debidas salvaguardias judiciales. Habrá que definir 
claramente y enumerar de forma exhaustiva en la legislación las razones que podrán 
aducir los Estados para justificar esa detención […] Todavía mayor deberá ser la 
justificación para detener a menores […]96.

360.  Además, a criterio de la Corte, los Estados no pueden recurrir a 
la privación de libertad de niñas y/o niños que se encuentren junto a sus 
progenitores, así como de aquellos que se encuentran no acompañados o 
separados de los progenitores, para cautelar los fines de un proceso migratorio, 
ni tampoco pueden fundamentar tal medida en el incumplimiento de los 
requisitos para ingresar o permanecer en un país, en el hecho de que la 
niña y/o niño se encuentre solo o separado de su familia, o en la finalidad 
de asegurar la unidad familiar, toda vez que pueden y deben disponer 
alternativas menos lesivas y, al mismo tiempo, proteger de forma prioritaria 
e integral los derechos de la niña o del niño97. 

B.1.4.  La prohibición de las expulsiones colectivas

361.  Por otra parte, de lo expuesto respecto al debido proceso en 
procedimientos migratorios, surge la improcedencia de las expulsiones 
colectivas, lo que está establecido en el artículo 22.9 de la Convención, 
que expresamente las prohíbe98. Este Tribunal ha considerado que el criterio 
fundamental para determinar el carácter “colectivo” de una expulsión no 
es el número de extranjeros objeto de la decisión de expulsión, sino que la 
misma no se base en un análisis objetivo de las circunstancias individuales de 
cada extranjero99. La Corte, retomando lo señalado por el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos, ha determinado que una expulsión colectiva de 

95.  Caso Vélez Loor Vs. Panamá, párr. 171, y Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, párr. 131. 
96.  Naciones Unidas, Informe del Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria, A/HRC/13/30, 
18 de enero de 2010, párrs. 59 y 60.
97.  Cfr. Derechos y Garantías de Niñas y Niños en el Contexto de la Migración y/o en Necesidad de Protección 
Internacional. OC-21/14, párr. 160.
98.  Al respecto, varios tratados internacionales de derechos humanos son consistentes en prohibir las 
expulsiones colectivas en términos similares a la Convención Americana, Cfr. Protocolo 4 al Convenio 
Europeo, artículo 4: “La expulsión colectiva de extranjeros es prohibida”; Carta Africana de Derechos 
Humanos y de los Pueblos, artículo 12.5: “La expulsión masiva de extranjeros estará prohibida. Expulsión 
masiva será aquella dirigida a un grupo nacional, racial, étnico o religioso”, y Convención internacional 
sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, artículo 
22.1: “Los trabajadores migratorios y sus familiares no podrán ser objeto de medidas de expulsión 
colectiva. Cada caso de expulsión será examinado y decidido individualmente”.
99.  Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párrs. 171 y 172.
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extranjeros es “[c]ualquier [decisión] tomada por autoridad competente que 
obligue a los extranjeros como grupo a abandonar el país, excepto cuando tal 
medida sea tomada luego de o con base en un examen razonable y objetivo 
de los casos particulares de cada extranjero del grupo”100.

362.  En igual sentido, el Comité de Naciones Unidas sobre la Eli
minación de la Discriminación Racial ha señalado en su Recomendación 
General No. 30 que los Estados Partes de la Convención Internacional 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial101 
deben “[g]arantizar que los no ciudadanos no serán objeto de una expulsión 
colectiva, en particular cuando no haya garantías suficientes de que se han 
tenido en cuenta las circunstancias personales de cada una de las personas 
afectadas102.

363.  Adicionalmente, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, en su informe sobre derechos de los no 
ciudadanos, destacó que “[e]l procedimiento de expulsión de un grupo de 
no ciudadanos debe apoyarse en suficientes garantías que demuestren que 
las circunstancias personales de cada uno de esos no ciudadanos afectados 
han sido genuina e individualmente tenidas en cuenta”103.

B.2.  Calificación jurídica de los hechos en el presente caso

B.2.1.  Derecho a la libertad personal 

B.2.1.1.  �Alegadas ilegalidad y arbitrariedad de las privaciones de libertad 
(artículo 7.2 y 7.3)

364.  En relación al artículo 7.2 de la Convención, la Corte ha destacado 
que la limitación de la libertad física, “así sea por un período breve, inclusive 
aquellas con meros fines de identificación”104, debe “ajustarse estrictamente 
a lo que la Convención Americana y la legislación interna establezcan al 

100.  Cfr. Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 171. Cfr. TEDH, Caso 
Andric Vs. Suecia, No. 45917/99. Decisión de 23 de febrero de 1999, párr. 1, Caso Conka Vs. Bélgica, 
No.  51564/99. Sentencia de 5 de febrero de 2002, párr. 59. También cfr. Comité de Ministros 
del Consejo de Europa, “Veinte directrices sobre el retorno forzoso”, la Directriz no. 3 establece la 
prohibición de expulsiones colectivas. Indica que “una orden de expulsión debe basarse en un examen 
individual, razonable y objetivo de cada caso que tome en consideración las circunstancias particulares 
de cada extranjero”.
101.  República Dominicana ratificó la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación Racial el 25 de Mayo de 1983.
102.  Cfr. Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, Recomendación General No. 30, 
párr. 26. 
103.  Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. “Los Derechos 
de los No Ciudadanos”, 2006, pág. 20.
104.  Cfr. Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 126. 
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efecto, siempre y cuando ésta sea compatible con la Convención”105. Por 
consiguiente, la alegada violación del artículo 7.2 debe analizarse a la luz 
de las ya referidas disposiciones legales y constitucionales a nivel interno, 
“cualquier requisito establecido en éstas que no sea cumplido, haría que la 
privación de libertad sea ilegal y contraria a la Convención Americana”106. 
En cuanto a la arbitrariedad de la detención, el artículo 7.3 de la Convención 
establece que “[n]adie puede ser sometido a detención o encarcelamiento 
arbitrarios”. Sobre esta disposición, en otras oportunidades la Corte ha 
considerado que nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento 
por causas y métodos que – aún calificados de legales – puedan reputarse 
como incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales del 
individuo por ser, entre otras cosas, irrazonables, imprevisibles, o faltos de 
proporcionalidad107.

[…]
368.  Ahora bien, la Corte advierte que de los hechos no se desprende 

que las privaciones de libertad de los miembros de la familias Jean108, Fils-
Aimé109 y Medina110, así como de Rafaelito Pérez Charles111 y Bersson 
Gelin112, antes de ser expulsados del territorio dominicano a Haití, se hayan 
efectuado de acuerdo con el procedimiento establecido en la normativa 
interna. Por ello, resultaron ilegales, en contravención con el artículo 7.2 
de la Convención. Asimismo, no se llevaron a cabo con la finalidad de 
realizar un procedimiento migratorio formal. Es claro que la manera en 
que se realizó la privación de libertad de las presuntas víctimas por parte de 

105.  Caso Torres Millacura y otros Vs. Argentina, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de agosto 
de 2011. Serie C No. 229, párr. 76, y Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 126.
106.  Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 57, y Caso Nadege Dorzema y otros 
Vs. República Dominicana, párr. 126.
107.  Cfr. Caso Gangaram Panday Vs. Suriname, párr. 47, y Caso J. Vs. Perú, párr. 127.
108.  La familia Jean, compuesta en el momento de los hechos por Víctor Jean, Marlene Mesidor, las 
niñas Victoria Jean (fallecida) y Natalie Jean, y los niños Miguel Jean y Markenson, quienes, en diciembre 
de 2000 alrededor de las 7.30 de la mañana, fueron detenidos por agentes estatales en su domicilio, 
subidos a un “bus” y luego llevados a territorio haitiano, donde llegaron en la tarde, aproximadamente 
a las cinco.
109.  Primero Jeanty Fils-Aimé, y luego el resto de su familia, Janise Midi y su hija Diane Fils-Aimé y sus 
hijos Antonio Fils-Aimé y Endry Fils-Aimé fueron detenidos y llevados a la “Fortaleza de Pedernales”, y 
después fueron expulsados a Haití alrededor de las 8 de la noche.
110.  La familia Medina, compuesta por Willian Medina Ferreras, el niño Luis Ney Medina, y las niñas 
Awilda Medina y Carolina Isabel Medina (fallecida), de nacionalidad dominicana, con documentación 
oficial, y Lilia Jean Pierre, de nacionalidad haitiana, fueron detenidos en noviembre de 1999 o enero de 
2000 en su domicilio y llevados a una cárcel en Oviedo, donde permanecieron antes de ser expulsados 
a Haití. 
111.  El señor Pérez Charles fue detenido el 24 de julio de 1999 por agentes de migración y llevado a un 
centro de detención, donde permaneció por un breve lapso. Luego fue trasladado a Jimaní, desde donde 
fue expulsado a territorio haitiano.
112.  El señor Gelin fue detenido el 5 de diciembre de 1999 y luego expulsado a Haití 
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los agentes estatales, indica que fue por perfiles raciales relacionados con su 
aparente pertenencia al grupo personas haitianas o dominicanas de origen 
o ascendencia haitiana, lo que resulta manifiestamente irrazonable y por 
tanto arbitrario. Por lo dicho, se infringió el artículo 7.3 del tratado. En 
consecuencia, este Tribunal considera que las privaciones de libertad fueron 
ilegales y arbitrarias y el Estado vulneró los incisos 2 y 3 del artículo 7 de la 
Convención.

B.2.1.2.  Notificación de las razones de las privaciones de libertad (artículo 7.4) 

369.  Con respecto al artículo 7.4 de la Convención Americana, la Corte 
ha sostenido que “se deben analizar los hechos bajo el derecho interno y 
la normativa convencional, puesto que la información de los ‘motivos y 
razones’ de la detención debe darse ‘cuando ésta se produce’ y dado que 
el derecho contenido en aquella norma implica dos obligaciones: a) la 
información en forma oral o escrita sobre las razones de la detención, y b) la 
notificación, por escrito, de los cargos”113. 

370.  En el caso sub judice, tanto la Ley de Inmigración No. 95 como 
el Reglamento de Migración No. 279 exigían que los extranjeros detenidos 
o retenidos con fines de deportación fueran informados de las razones 
específicas por las cuales estarían sujetos a ser deportados. Conforme al 
Reglamento de Migración, los cargos específicos en su contra debían 
notificarse en el mandamiento de arresto ordenado por el Directorio General 
de Migración. No obstante, como se ha señalado arriba, no se desprende de 
los hechos establecidos, que en algún momento los miembros de las familias 
Medina, Fils-Aimé y Jean, Rafaelito Pérez Charles, y Bersson Gelin fueran 
informados sobre las razones y motivos de la privación de su libertad, de 
forma verbal o escrita. Además, no existe documento alguno que acredite 
que les fuera comunicado por escrito sobre la existencia de algún tipo 
de cargo en su contra, como lo requería la normativa interna vigente en 
la época de los hechos. Ello lleva a concluir que el Estado no observó la 
garantía establecida en el artículo 7.4 de la Convención. 

B.2.1.3.  Presentación ante una autoridad competente (artículo 7.5)

371.  Con relación al artículo 7.5 de la Convención, el cual establece que 
toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez 
u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, la 
Corte ha resaltado que “corresponde al juzgador garantizar los derechos del 
detenido, autorizar la adopción de medidas cautelares o de coerción, cuando 

113.  Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 106, y Caso J. Vs. Perú, párr. 149.
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sea estrictamente necesario y procurar, en general, que se trate al detenido de 
manera consecuente con la presunción de inocencia”, como una “garantía 
tendiente a evitar la arbitrariedad o ilegalidad de las detenciones114, así como 
a garantizar el derecho a la vida y a la integridad personal”115.

372.  A diferencia del Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales116 (en adelante 
también “Convenio Europeo”), la Convención Americana no establece 
una limitación al ejercicio de la garantía establecida en el artículo 7.5 de la 
Convención con base en las causas o circunstancias por las que la persona 
es retenida o detenida117. Por ende, “en virtud del principio pro persona, 
esta garantía debe ser satisfecha siempre que exista una retención o una 
detención de una persona a causa de su situación migratoria, conforme a 
los principios de control judicial e inmediación procesal”118. Este Tribunal 
ha considerado que, a fines de que constituya un verdadero mecanismo de 
control frente a detenciones ilegales o arbitrarias, “la revisión judicial debe 
realizarse sin demora y en forma tal que garantice el cumplimiento de la 
ley y el goce efectivo de los derechos del detenido, tomando en cuenta la 
especial vulnerabilidad de aquél119”. En este sentido, el Grupo de Trabajo 
de Naciones Unidas sobre la Detención Arbitraria ha sostenido que “[t]odo 
[…] inmigrante retenido deberá comparecer cuanto antes ante un juez u 
otra autoridad”120. 

373.  Al respecto, la Constitución de 1994, vigente al momento de las 
detenciones, establecía en su artículo 8.2.d) que “[t]oda persona privada de 

114.  Caso Bulacio Vs. Argentina, párr. 129, y Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, 
párr. 135.
115.  Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 118, y Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República 
Dominicana, párr. 135.
116.  En el Convenio Europeo el derecho a ser llevado prontamente ante un juez u otro funcionario, 
previsto en el párrafo 3 del artículo 5, se relaciona exclusivamente con la categoría de detenidos 
mencionados en el párrafo 1.c de dicho artículo, esto es, los que están en espera de ser llevados ante la 
autoridad judicial competente, cuando existan indicios racionales de que han cometido una infracción o 
cuando se estime necesario para impedirles que cometan una infracción o que huyan después de haberla 
cometido. Cfr. Caso Vélez Loor Vs. Panamá, nota a pie de página 106.
117.  Cfr. Caso Vélez Loor Vs. Panamá, párr. 107, y Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, 
párr. 136.
118.  Cfr. Caso Tibi Vs. Ecuador, párr. 118, y Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, 
párr. 136.
119.  Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
octubre de 2008. Serie C No. 187, párr. 67, y Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, 
párr. 136.
120.  Naciones Unidas, Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria, Informe del Grupo, Anexo II, 
Deliberación No. 5: Situación relativa a los inmigrantes o a los solicitantes de asilo, 1999, E/CN.4/ 
2000/4, Principio 3. Cfr. Caso Vélez Loor Vs. Panamá, párr. 107.
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su libertad será sometida a la autoridad judicial competente dentro de las 
cuarenta y ocho horas de su detención o puesta en libertad”.

374.  Las privaciones de la libertad de los miembros de las familias Jean, 
Fils-Aimé y Medina, y de Bersson Gelin y Rafaelito Pérez Charles, duró 
un breve período de varias horas. Dicha privación de libertad se prolongó 
por un período inferior a las 48 horas correspondientes al plazo establecido 
por la Constitución para la presentación del detenido ante una autoridad 
judicial competente. Sin embargo el cese de la privación de libertad de las 
presuntas víctimas no se produjo por su liberación en territorio dominicano, 
sino que se dio en el momento en que los agentes estatales las expulsaron 
del territorio dominicano, sin que las personas referidas fueran puestas 
ante una autoridad competente que, en su caso, pudiera decidir la eventual 
procedencia de su libertad. Por ende, en el caso se vulneró, en perjuicio de 
los miembros de las familias Jean, Fils-Aimé, Medina, y de Bersson Gelin y 
Rafaelito Pérez Charles el artículo 7.5 de la Convención. 

B.2.1.4.  �Revisión judicial de la legalidad de las privaciones de libertad 
(artículo 7.6)

375.  Finalmente, el artículo 7.6 de la Convención protege el derecho 
de toda persona arrestada o detenida a recurrir ante un juez o tribunal 
competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su 
arresto o detención y, si este fuera ilegal, ordene su libertad. 

376.  Al respecto, la Corte ha señalado que “la autoridad que debe 
decidir la legalidad del arresto o detención debe ser un juez o tribunal. 
Con ello la Convención está resguardando que el control de la privación 
de la libertad debe ser judicial”121. Además, en relación con la naturaleza 
de tales recursos a nivel interno, la Corte ha destacado que éstos “no solo 
deben existir formalmente en la legislación sino que deben ser efectivos, 
esto es, cumplir con el objetivo de obtener sin demora una decisión sobre la 
legalidad del arresto o de la detención”122. 

[…]
379.  En relación con los alegatos sobre la alegada violación a los 

artículos 8 y 25 de la Convención, el Estado se refirió a la citada Ley No. 
5353 de Habeas Corpus argumentando que este instrumento establecía el 
“recurso interno efectivo” de habeas corpus, que habría permitido a cual
quiera de las presuntas víctimas cuestionar la legalidad de su detención. 
No obstante, conforme a lo señalado anteriormente, la Corte reitera que 
los recursos no sólo deben existir formalmente en la legislación sino que 

121.  Caso Vélez Loor Vs. Panamá, párr. 126, y Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, 
párr. 140.
122.  Caso Vélez Loor Vs. Panamá, párr. 129, y Caso J. Vs. Perú, párr. 170.
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deben ser efectivos. En este sentido, este Tribunal se pronunció sobre el 
artículo 7.6 de la Convención señalando que este “implica que el detenido 
efectivamente ejerza este derecho, en el supuesto de que pueda hacerlo y que 
el Estado efectivamente provea este recurso y lo resuelva”123. Sin embargo, 
en consideración de las circunstancias en las que se dieron las privaciones 
de libertad, especialmente en razón de la expulsión expedita, las referidas 
presuntas víctimas detenidas carecieron de toda oportunidad para accionar 
un recurso efectivo que examinara la legalidad de la detención. Por lo 
tanto, este Tribunal considera que el Estado contravino el artículo 7.6 de 
la Convención, en perjuicio de los miembros de las familias Medina, Fils-
Aimé y Rafaelito Pérez Charles, así como de los integrantes de la familia Jean 
y de Bersson Gelin.

B.2.1.5.  Conclusión

380.  De acuerdo a lo expuesto en los párrafos precedentes, el Estado 
violó el derecho a la libertad personal, establecido en el artículo 7 incisos 1, 2, 
3, 4, 5 y 6 de la Convención Americana, en relación con el incumplimiento 
de la obligación de respetar los derechos establecida en el artículo 1.1 del 
tratado, en perjuicio de Willian Medina Ferreras, Lilia Jean Pierre, Luis Ney 
Medina, Awilda Medina, Carolina Isabel Medina (fallecida), Jeanty Fils-
Aimé (fallecido), Janise Midi, Antonio Fils-Aimé, Diane Fils-Aimé, Endry 
Fils-Aimé, Rafaelito Pérez Charles, Bersson Gelin, Víctor Jean, Marlene 
Mesidor, Markenson Jean, Victoria Jean (fallecida), Miguel Jean y Natalie 
Jean, y adicionalmente en relación con los derechos del niño consagrado en 
el artículo 19 de la Convención, respecto de aquellas víctimas que eran niñas 
y niños al momento de la expulsión. 

B.2.2.  �Derechos de Circulación y de Residencia, a las garantías judiciales y a 
la protección judicial 

B.2.2.1.  Expulsiones colectivas de los nacionales haitianos (artículo 22.9)

381.  Como fue indicado arriba, la Corte ha sostenido que para cumplir 
con la prohibición de expulsiones colectivas, un proceso que pueda resul-
tar en la expulsión o deportación de un extranjero, debe ser individual, de 
modo a evaluar las circunstancias personales de cada sujeto, lo cual requiere, 
como mínimo, identificar a la persona y aclarar las circunstancias particu-
lares de su situación migratoria. Asimismo, dicho procedimiento no debe 
discriminar en razón de nacionalidad, color, raza, sexo, lengua, religión, 

123.  Caso Yvon Neptune Vs. Haití. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie 
C No. 180, párr. 114, y Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 143.
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opinión política, origen social u otro estatus, y ha de observar las señaladas 
garantías mínimas124.

382.  No obstante, de los hechos en el caso subjudice se desprende que 
Lilia Jean Pierre, Janise Midi, Marlene Mesidor, y Markenson Jean, de 
nacionalidad haitiana, fueron detenidos y expulsados en menos de 48 horas 
junto a sus familiares y otras personas, sin evidencia alguna de que hayan sido 
sujetos a un examen individualizado de la naturaleza antes referida previo a 
ser expulsados. El Estado no ha aportado prueba alguna que demuestre que 
respecto de las personas mencionadas se hubiese iniciado un procedimiento 
formal para identificarlas, ni para evaluar las circunstancias particulares de 
su situación migratoria.

383.  Por otra parte, de las declaraciones de las presuntas víctimas se 
desprende que las expulsiones se realizaron de forma grupal y sumaria. 
Así, la Corte recuerda que los miembros de la familia Medina, inclusive 
Lilia Jean Pierre, fueron llevados a la frontera de Haití junto con otras 
personas Asimismo, el bus al que fueron subidos Marlene Mesidor y los 
otros miembros de la familia Jean para ser expulsados a territorio haitiano ya 
estaba “lleno de personas”. Si bien tales hechos, per se, no son demostrativos 
de un acto de expulsión colectiva de personas, refuerza la convicción de 
que los hechos referidos a las víctimas se enmarcaron en procedimientos de 
privación de la libertad colectivos que no se sustentaban en el previo examen 
de la situación de cada persona a la que se privó de su libertad.

384  En razón de lo anterior, la Corte concluye las expulsiones de Lilia 
Jean Pierre, Janise Midi, Marlene Mesidor y Markenson Jean no se realizaron 
con base en evaluaciones individuales de las circunstancias particulares 
de cada uno de las ellos, para efectos del artículo 22.9 de la Convención 
Americana, por lo cual sus expulsiones son consideradas como expulsiones 
colectivas de extranjeros, en contravención dicho artículo.

B.2.2.2.  �Sobre las expulsiones y la alegada infracción de la libre circulación y de 
residencia de las personas de nacionalidad dominicana (artículos 22.1 
y 22.5)

385.  La Corte ha indicado que el derecho de circulación y de residencia 
de las personas que se hallen legalmente en un país protegido en el artículo 
22.1 de la Convención Americana, “es una condición indispensable para el 
libre desarrollo de la persona, y contempla, inter alia, el derecho de quienes 
se encuentren legalmente dentro de un Estado a circular libremente en él así 

124.  Cfr. Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 175, y Caso Familia Pacheco 
Tineo Vs. Bolivia, párr. 133. 
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como escoger su lugar de residencia”125. Además, la Corte ha señalado que 
“[e]ste derecho puede ser vulnerado de manera formal o por restricciones 
de facto cuando el Estado no ha establecido las condiciones ni provisto los 
medios que permiten ejercerlo”126.

386.  Por otra parte, el artículo 22.5 de la Convención Americana 
establece la prohibición de la expulsión de una persona del territorio del 
Estado del cual es nacional, así como la prohibición de la privación del 
derecho a ingresar en el mismo. Al respecto, cabe indicar que varios instru
mentos internacionales coinciden en establecer la prohibición de la expulsión 
de nacionales127. En el mismo sentido, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos ha mantenido que se puede hablar de expulsión de nacionales 
cuando una persona es obligada a abandonar el territorio del cual es nacional, 
sin que luego tenga la posibilidad de retornar128 y ha encontrado violaciones 
de la norma equivalente al artículo 22.5 de la Convención Americana en el 
sistema europeo, el artículo 3.1 del Protocolo 4 al Convenio Europeo, en 
casos de expulsiones de nacionales129.

387.  La Corte constata que Rafaelito Pérez Charles, Willian Medina 
Ferreras y los entonces niñas y niño Awilda Medina, Carolina Isabel 
Medina y Luis Ney Medina, respectivamente, eran nacionales dominicanos 
que contaban con documentación oficial de identidad al momento de 
la ocurrencia de los hechos, y ya ha determinado que, precisamente, el 
desconocimiento de tales documentos vulneró su derecho a la nacionalidad. 
Por otra parte, las niñas Victoria Jean y Natalie Jean, el niño Miguel Jean, y el 
señor Víctor Jean nacieron en República Dominicana, pero al momento de 
los hechos no contaban con documentación oficial de identidad. También 
respecto de estas personas la Corte ha determinado que la ausencia de dicha 

125.  Cfr. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2004. Serie C No. 111, párr. 115, y Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 169.
126.  Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Suriname, párrs. 119 y 120, y Caso Vélez Restrepo y familiares 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de septiembre de 
2012. Serie C No. 248, párr. 220. 
127.  Protocolo 4 al Convenio Europeo, artículo 3.1, que expresa que nadie podrá ser expulsado en 
virtud de una medida individual o colectiva del territorio del Estado del cual sea nacional (“No one 
shall be expelled, by means either of an individual or of a collective measure, from the territory of the State of 
which he is a national”); Carta Árabe de Derechos Humanos, artículo 27.b, que indica que nadie puede 
ser expulsado de su país ni impedido de volver a él (“No one may be exiled from his country or prohibited 
from returning thereto”), y Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 12(4): “Nadie 
podrá ser arbitrariamente privado del derecho a entrar en su propio país.”. Cfr. En su peritaje rendido 
mediante affidávit Julia Harrington mencionó el artículo 12.4 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, el artículo 22.5 de la Convención Americana y el artículo 3 del Protocolo 4 del 
Convenio Europeo. (Declaración pericial rendida por Julia Harrington mediante affidávit).
128.  TEDH, Caso A.B. Vs. Polonia, No. 33878/96. Decisión de admisibilidad de 13 de marzo de 2003, 
párr. 4. 
129.  TEDH, Caso Slivenko Vs. Letonia, No. 48321/99. Sentencia de 9 de octubre de 2003, párr. 120. 
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documentación se vinculó a una violación al derecho a la nacionalidad. Por 
lo tanto, todas las personas referidas deben ser tenidas como nacionales 
dominicanas en relación con la aplicación del artículo 22 de la Convención.

388.  El Estado aseveró que nunca había repatriado a un nacional do-
minicano que podía acreditar su nacionalidad. Sin embargo, de las pruebas 
aportadas por el Estado no se evidencia que haya tomado medidas para 
identificar y verificar formalmente la nacionalidad de las referidas presuntas 
víctimas. 

389.  La Corte considera que, si bien algunas de las presuntas víctimas 
pudieron de facto regresar al territorio dominicano130, de acuerdo a la 
forma en que se dieron los hechos la destrucción o desconocimiento de los 
documentos de nacionales dominicanos que contaban con documentación, 
así como la expulsión de dominicanos que carecían de documentación 
oficial, tuvieron por resultado el impedimento de las víctimas de poder 
regresar al territorio dominicano de forma legal, y circular y residir libre y 
legalmente en República Dominicana. En consecuencia, la Corte considera 
que el Estado violó los derechos de ingresar al país del cual son nacionales y a 
circular y residir en el mismo, consagrados en los artículos 22.5 y 22.1 de la 
Convención Americana, en relación con el incumplimiento de la obligación 
de respetar los derechos establecida en el artículo 1.1 de la Convención, en 
perjuicio de Willian Medina Ferreras, Luis Ney Medina, Awilda Medina, 
Carolina Isabel Medina (fallecida), Rafaelito Pérez Charles, Víctor Jean, 
Miguel Jean, Victoria Jean (fallecida) y Natalie Jean.

B.2.2.3.  Sobre el seguimiento de las garantías mínimas procesales (artículo 8.1)

390.  La Corte advierte que en procedimientos que puedan llevar a una 
expulsión o deportación, resulta relevante el acatamiento del derecho a las 
garantías judiciales, establecido en el artículo 8 de la Convención Americana, 
lo que conlleva la observancia de una serie de garantías mínimas del debido 
proceso.

[…]
393.  No resulta necesario que la Corte se pronuncie, en este caso, 

sobre la concordancia de las normas internas referidas con las obligaciones 
internacionales del Estado. No obstante, basta constatar que, en relación 
específica a las expulsiones objeto del presente caso, República Dominicana 
no ha presentado evidencia alguna de que se haya aplicado el procedimiento 
previsto en dicha normativa interna, ni que haya tomado otras medidas para 
garantizar a las víctimas las garantías mínimas del debido proceso para cumplir 

130.  Según los hechos regresaron a República Dominicana de forma permanente Rafaelito Pérez Charles, 
y la familia Jean en el año 2002. Por otra parte, algunos miembros de la familia Medina realizaron varios 
viajes a República Dominicana por razones médicas en relación con el accidente de Awilda Medina 
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con sus obligaciones bajo los estándares internacionales y la Convención 
Americana131, lo anterior sin perjuicio de la prohibición de la expulsión de 
nacionales establecida en el artículo 22.5 de la Convención.

394.  En razón de lo anterior, este Tribunal colige que la expulsión de 
las personas referidas no siguió los estándares internacionales en la materia, 
ni los procedimientos previstos en la normativa interna. Por ello, no se 
concedió a las víctimas las garantías mínimas que les correspondían como 
personas sujetas a una expulsión o deportación, lo que vulneró el artículo 
8.1 de la Convención Americana, en relación con el incumplimiento de 
la obligación de respetar los derechos establecida en el artículo 1.1, en 
perjuicio de Willian Medina Ferreras, Lilia Jean Pierre, Luis Ney Medina, 
Awilda Medina, Carolina Isabel Medina (fallecida), Jeanty Fils-Aimé 
(fallecido), Janise Midi, Diane Fils-Aimé, Antonio Fils-Aimé, Endry 
Fils-Aimé, Víctor Jean, Marlene Mesidor, Markenson Jean, Miguel Jean, 
Victoria Jean (fallecida), Natalie Jean, Rafaelito Pérez Charles y Bersson 
Gelin, y adicionalmente en relación con los derechos del niño, protegidos 
en el artículo 19 de la Convención, respecto de aquellas víctimas que eran 
niñas o niños al momento de la expulsión. 

B.2.2.4.  �Sobre la existencia de un recurso efectivo para cuestionar la detención y 
expulsión (artículo 25.1)

395.  La Corte recuerda que el Estado reiteró que al momento de los 
hechos en la normativa interna existían tres recursos internos, la acción de 
amparo, el habeas corpus (Ley No. 5353 de Habeas Corpus de 22 de octubre 
de 1914), y los recursos de la jurisdicción contencioso-administrativa (Ley 
No. 1494 de 9 de agosto de 1947), y señaló que las presuntas víctimas 
tuvieron la “oportunidad real y efectiva” de interponer dichos recursos, lo 
cual les habría permitido cuestionar la legalidad de su detención y la decisión 
de las autoridades dominicanas de deportar o expulsarlos.

131.  Por lo contrario, la Corte constata que de los hechos y la prueba aportada se desprende que respecto 
a ninguna de las referidas presuntas víctimas se realizó una investigación completa de las circunstancias 
particulares de cada una de ellas basada en indicios fundados de una posible infracción de la Ley de 
Inmigración. Asimismo, en ningún caso se emitió un mandamiento de arresto, ni se iniciaron los 
procedimientos formales para concederles a las presuntas víctimas la posibilidad de ser oídas y oponerse 
a la decisión de su expulsión y defenderse de los cargos en su contra. No se efectuó, ni se comunicó a 
las presuntas víctimas una decisión final de deportación del Secretario de Estado de Interior y Policía, 
ni ningún otro tipo de orden oficial que ordenara las expulsiones. Tampoco se les informó a las víctimas 
sobre los motivos de su expulsión o de los cargos específicos en su contra, ni sobre los posibles recursos 
judiciales para cuestionar la decisión de su expulsión, ni se les proporcionó asistencia jurídica. Además, 
en el caso de las presuntas víctimas de nacionalidad haitiana, Lilia Jean Pierre, Janise Midi, Marlene 
Mesidor y Markenson Jean no les fue facilitado asistencia consular, ni recibieron una copia de su orden 
de su repatriación (que no existía), ni fueron informadas las autoridades diplomáticas o consulares 
haitianas sobre su expulsión.
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396.  Las imprevistas privaciones de libertad y expulsiones de las 
víctimas se efectuaron en menos de 48 horas sin notificación previa. Dado 
lo anterior, no resulta necesario que, con relación al caso, la Corte examine 
si, en términos generales, los recursos indicados por el Estado podrían 
resultar adecuados y efectivos en circunstancias análogas a las acaecidas a las 
presuntas víctimas. En efecto, basta constatar que dadas las circunstancias 
particulares de los hechos, en específico, la forma en la que se llevaron a 
cabo las expulsiones en el presente caso, las presuntas víctimas no tuvieron 
a su disposición la posibilidad de interponer los recursos mencionados por 
República Dominicana, ni contaron con procedimientos efectivos.

397.  Por todo lo anterior, la Corte concluye que, debido a las circun
stancias particulares del caso, las víctimas no contaron con la posibilidad 
de un acceso real o efectivo al derecho a recurrir, lo cual violó el derecho 
a la protección judicial, reconocido en el artículo 25.1 de la Convención 
Americana, en relación con el incumplimiento de la obligación de respetar 
los derechos establecida en el artículo 1.1 de la Convención, en perjuicio de 
Willian Medina Ferreras, Lilia Jean Pierre, Luis Ney Medina, Awilda Medina, 
Carolina Isabel Medina (fallecida), Jeanty Fils-Aimé (fallecido), Janise Midi, 
Diane Fils-Aimé, Antonio Fils-Aimé, Endry Fils-Aimé, Víctor Jean, Marlene 
Mesidor, Markenson Jean, Miguel Jean, Victoria Jean (fallecida), Natalie 
Jean, Rafaelito Pérez Charles y Bersson Gelin, y adicionalmente en relación 
con los derechos del niño consagrado en el artículo 19 de la Convención, 
en perjuicio de aquellos ya señalados que eran niñas y niños al momento de 
los hechos.

B.2.3.  Sobre el carácter discriminatorio de las expulsiones (artículo 1.1)

398.  Como ya fue señalado, la Corte ha establecido que el artículo 
1.1 de la Convención “es una norma de carácter general cuyo contenido 
se extiende a todas las disposiciones del tratado, dispone la obligación de 
los Estados Partes de respetar y garantizar el pleno y libre ejercicio de los 
derechos y libertades allí reconocidos ´sin discriminación alguna”. Es decir, 
cualquiera sea el origen o la forma que asuma, todo tratamiento que pueda 
ser considerado discriminatorio respecto del ejercicio de cualquiera de 
los derechos garantizados en la Convención es per se incompatible con la 
misma132. Por ende, el incumplimiento por el Estado, mediante cualquier 
tratamiento discriminatorio, de la obligación general de respetar y garantizar 
los derechos humanos, le genera responsabilidad internacional133. Es por 

132.  Cfr. Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la 
Naturalización. OC-4/84, párr. 53, y Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, párr. 204.
133.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. OC-18/03, párr. 85, y Caso 
Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, párr. 204.
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ello que este Tribunal ha sostenido que existe un vínculo indisoluble entre 
la obligación de respetar y garantizar los derechos humanos y el principio de 
igualdad y no discriminación134. El artículo 24 de la Convención consagra 
un derecho que también acarrea obligaciones al Estado de respetar y 
garantizar el principio de igualdad y no discriminación en la salvaguardia de 
otros derechos y en toda la legislación interna que apruebe135, pues protege 
el derecho a “igual protección de la ley”136, de modo que veda también la 
discriminación derivada de una desigualdad proveniente de la ley interna o 
de su aplicación137. 

399.  En el presente caso, los representantes y la Comisión alegaron que 
las privaciones de libertad y las expulsiones se basaron en motivos raciales, es 
decir, en actos discriminatorios o en una práctica discriminatoria por parte 
de agentes estatales. 

400.  Al respecto, el Estado argumentó que no habría realizado las 
privaciones de libertad y posterior expulsiones de las presuntas víctimas. 
La Corte reitera que ya ha establecido que en la época en que ocurrieron 
los hechos en República Dominicana existía un contexto de expulsiones, 
inclusive colectivas, de haitianos y dominicanos de origen o ascendencia 
haitiana. Los hechos relacionados con las presuntas víctimas coinciden con 
dicho contexto y el modus operandi aplicado en esas prácticas.

401.  En cuanto a la discriminación racial138, la Corte ha reconocido 
“la dificultad de demostrar casos de perjuicio racial por parte de quienes 
son objeto de discriminación” y coincide con el Tribunal Europeo en el 
sentido que en ciertos casos de violaciones a derechos humanos motivados 

134.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. OC-18/03, párr. 53, y Caso 
Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, párr. 204.
135.  Cfr. Caso Yatama Vs. Nicaragua, párr. 186, y Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y 
activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, párr. 199.
136.  Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la Naturalización. 
OC-4/84, párr. 54, y Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena 
Mapuche) Vs. Chile, párr. 199.
137.  Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, 
párr. 209, y Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) 
Vs. Chile, párr. 199.
138.  Al respecto, la Convención Americana establece en el artículo 1.1 el respeto y garantía de los 
derechos reconocidos en ella, “sin discriminación alguna por motivos de raza, color [...] origen nacional 
o social, posición económica [...] o cualquier otra condición social”. Asimismo, la Convención 
Internacional sobre Eliminación de todas las formas de Discriminación racial define a la discriminación 
como: [...] toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u 
origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, 
goce o ejercicio en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las 
esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública, Convención 
Internacional sobre la Eliminación de Todas Formas de Discriminación Racial, de 4 de enero de 1969, 
artículo 1. Cfr. Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 231.
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por discriminación la carga de la prueba recae en el Estado, quien tiene el 
control de los medios para aclarar hechos ocurridos dentro de su territorio139.

402.  Por otra parte, en relación con los derechos de los migrantes, la Corte 
ha establecido que es permisible que el Estado otorgue un trato distinto a los 
migrantes documentados en relación con los migrantes indocumentados, 
o bien entre migrantes y nacionales, “siempre que ese trato sea razonable, 
objetivo y proporcional y no lesione derechos humanos”140. No obstante, 
“el deber de respetar y garantizar el principio de la igualdad ante la ley y 
no discriminación es independiente del estatus migratorio de una persona 
en un Estado”. Es decir, los Estados tienen la obligación de garantizar este 
principio fundamental a sus ciudadanos y a toda persona extranjera que se 
encuentre en su territorio, sin discriminación alguna por su estancia regular 
o irregular, su nacionalidad, raza, género o cualquier otra causa141. 

403.  Asimismo, ya se estableció que las privaciones de libertad no se 
llevaron a cabo con la finalidad de realizar un procedimiento migratorio 
formal, y la manera en la que las presuntas víctimas fueron detenidas en la 
calle o en su domicilio indica una presunción por parte de los agentes de 
estatales de que, por sus características físicas, las presuntas víctimas debían 
pertenecer al grupo específico, haitianos o de origen haitiano.

404.  De lo expuesto, la Corte considera que se desprende de los 
hechos determinados y del contexto en el cual se dieron dichos hechos en 
el presente caso, que las víctimas no fueron privadas de la libertad con la 
finalidad de realizar un procedimiento migratorio formal, sino que fueron 
principalmente detenidas y expulsadas por sus características físicas y su 
pertenencia a un grupo específico, es decir, por ser haitianos o de origen 
haitiano. Lo anterior constituye una actuación discriminatoria en perjuicio 
de las víctimas por su condición de haitianos y dominicanos de ascendencia 
haitiana, que resultó en una afectación en el goce de los derechos que la 
Corte encontró violados. Por ende, este Tribunal concluye que, en relación 
con los derechos cuya violación ya ha sido declarada, el Estado incumplió 
con el deber establecido en el artículo 1.1 de la Convención Americana de 
respetar los derechos sin discriminación.

139.  Cfr. Caso González Medina y familiares Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012. Serie C No. 240, párr. 132, y Caso Nadege 
Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 229.
140.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. OC-17/02, párr. 119; Caso 
Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 233, y Derechos y Garantías de Niñas y Niños en el 
Contexto de la Migración y/o en Necesidad de Protección Internacional. OC-21/14, nota a pie de página 74.
141.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. OC-18/03, párr. 118, y Caso de 
las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 155.
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B.3.  Conclusión 

405.  El Estado violó los derechos a la libertad personal, conforme lo 
expuesto establecido en el artículo 7 incisos 1, 2, 3, 4, 5 y 6 de la Convención 
Americana, en relación con el incumplimiento de la obligación de respetar 
los derechos sin discriminación establecida en el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio de las personas que fueron privadas de libertad, 
Willian Medina Ferreras, Lilia Jean Pierre, Luis Ney Medina, Awilda Medina, 
Carolina Isabel Medina (fallecida), Jeanty Fils-Aimé (fallecido), Janise 
Midi, Antonio Fils-Aimé, Diane Fils-Aimé, Endry Fils-Aimé, Rafaelito 
Pérez Charles, Bersson Gelin, Víctor Jean, Marlene Mesidor, Markenson 
Jean, Victoria Jean (fallecida), Miguel Jean y Natalie Jean, y adicionalmente 
en relación con los derechos del niño consagrado en el artículo 19 de la 
Convención, en perjuicio de las víctimas que al momento en que ocurrieron 
los hechos eran niñas o niños.

406.  Además, la Corte concluye que por los motivos expuestos, el Estado 
violó la prohibición de la expulsión colectiva de extranjeros, reconocida en el 
artículo 22.9 de la Convención Americana, en relación con el incumplimiento 
de la obligación de respetar los derechos sin discriminación, establecida en el 
artículo 1.1 de la Convención, en perjuicio de las víctimas de nacionalidad 
haitiana: Lilia Jean Pierre, Janise Midi, Marlene Mesidor y Markenson Jean, 
y adicionalmente en relación con los derechos del niño consagrado en el 
artículo 19 de la Convención, en perjuicio de Markenson Jean, quien al 
momento de la ocurrencia de los hechos era niño. Asimismo, este Tribunal 
considera que el Estado violó el derecho de residencia y circulación, 
reconocido en el artículo 22.1 y 22.5 de la Convención Americana, en 
relación con el incumplimiento de la obligación de respetar los derechos sin 
discriminación, establecida en el artículo 1.1 de la Convención, en perjuicio 
de las víctimas de nacionalidad dominicana: Willian Medina Ferreras, Luis 
Ney Medina, Awilda Medina, Carolina Isabel Medina (fallecida), Rafaelito 
Pérez Charles, Víctor Jean, Victoria Jean (fallecida), Miguel Jean y Natalie 
Jean, y adicionalmente en relación con los derechos del niño consagrado en 
el artículo 19 de la Convención, en perjuicio de las víctimas que al momento 
en que ocurrieron los hechos eran niñas o niños.

407.  Finalmente, en consideración de los términos señalados, la Corte 
concluye que el Estado violó los derechos a las garantías judiciales y a la 
protección judicial, consagrados en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana, en relación con el incumplimiento de la obligación de respetar los 
derechos de la Convención sin discriminación, establecido en el artículo 1.1 
de la Convención, en perjuicio de Willian Medina Ferreras, Lilia Jean Pierre, 
Luis Ney Medina, Awilda Medina, Carolina Isabel Medina (fallecida), Jeanty 
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Fils-Aimé (fallecido), Janise Midi, Diane Fils-Aimé, Antonio Fils-Aimé, 
Endry Fils-Aimé, Víctor Jean, Marlene Mesidor, Markenson Jean, Miguel 
Jean, Victoria Jean (fallecida), Natalie Jean, Rafaelito Pérez Charles y Bersson 
Gelin, así como en relación con sus obligaciones derivadas de los derechos 
del niño, protegido en el artículo 19 de la Convención, en perjuicio de las 
víctimas que al momento en que ocurrieron los hechos eran niñas y niños.

[…]

XIII.  �REPARACIONES (APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 63.1 DE LA 
CONVENCIÓN AMERICANA)

[…]

B.1.  Medidas de restitución

B.1.1.  �Reconocimiento de la nacionalidad de las personas dominicanas y 
permiso de residencia para las personas haitianas

B.1.1.1.   Willian Medina Ferreras y sus familiares

[…]
452.  La Corte ha determinado que el desconocimiento por parte de las 

autoridades de documentación personal de Willian Medina Ferreras, Awilda 
Medina, Luis Ney Medina y Carolina Isabel Medina (fallecida), implicó la 
vulneración de, inter alia, su derecho a la nacionalidad. Este Tribunal recuerda, 
además, que en su contestación el Estado resaltó que había “indic[ado] de 
forma oportuna que ‘Willia[n] Medina Ferreras, [A]wilda Medina [y] Luis 
Ney Medina […] son ciudadanos dominicanos […] por lo que no existe 
ninguna objeción de reemplazar la documentación correspondiente, ya sea 
el acta de nacimiento o la cédula de identidad, según sea el caso’”. Por lo 
tanto, la Corte considera que República Dominicana debe adoptar, en un 
plazo de seis meses, las medidas necesarias para asegurar que Willian Medina 
Ferreras, Awilda Medina y Luis Ney Medina cuenten con la documentación 
necesaria para acreditar su identidad y nacionalidad dominicana, debiendo, 
si fuera necesario, proceder al reemplazo o restitución de documentación, 
así como proceder a cualquier otra acción que sea necesaria a efectos de 
cumplir lo dispuesto, en forma gratuita.

453.	La Corte nota que la Ley No. 169-14 prevé un proceso de 
regularización documental. El Tribunal determinó que los artículos 6, 8 
y 11 de dicha Ley son contrarios a la Convención, mas no que la norma 
en su conjunto lo fuera. Dejando sentado lo anterior, corresponde señalar 
que no es pertinente que la Corte Interamericana se pronuncie sobre si 
dicha norma, en los artículos cuya declaración de inconvencionalidad 
no ha sido efectuada por este Tribunal, es un mecanismo apto o no 
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para el cumplimiento de la medida ordenada en el párrafo precedente. 
No obstante, resulta pertinente señalar que, en su caso, la aplicación de 
la Ley No. 169-14, o de cualquier otro procedimiento, debe hacerse de 
conformidad a lo establecido en la presente Sentencia y, en particular, a lo 
dispuesto en el párrafo anterior. 

454.  Asimismo, este Tribunal destaca que el artículo 3 de la Ley No. 169-
14 excluye de la posibilidad de regularización a los “registros instrumentados 
con falsedad de datos, suplantación de identidad o cualquier otro hecho que 
configure delito de falsedad en escritura pública, siempre y cuando el hecho 
sea directamente imputable al beneficiario”. La Corte ha sido informada 
de procesos administrativos y judiciales tendientes a la determinación de la 
nulidad de registros y documentación de Willian Medina Ferreras, Awilda 
Medina y Luis Ney Medina, además de Carolina Isabel Medina, ya fallecida, 
así como a la sanción penal de presuntos actos ilícitos vinculados a lo anterior. 
Dichas actuaciones se originaron en una investigación administrativa que 
estuvo motivada por el hecho de que el señor Willian Medina Ferreras actuó 
demandando, en el marco del sistema interamericano, para que se declare la 
responsabilidad internacional de República Dominicana. Así, de los hechos 
surge que las actuaciones y entrevistas desarrolladas los días 26 y 27 de 
septiembre de 2013, que motivó otros procedimientos, inclusive judiciales, se 
hicieron “en virtud de que dicho señor está demandando al Estado [d]ominicano 
ante la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos [(sic)]”.

455.  Dado lo anterior, debe recordarse que el artículo 53 del Regla-
mento de la Corte establece que [l]os Estados no podrán enjuiciar a las 
presuntas víctimas […] ni ejercer represalias contra ell[a]s […] a causa de 
sus declaraciones […] o su defensa legal ante la Corte”. 

456.  Es pertinente recordar que los Estados tienen la potestad de 
incoar procedimientos para sancionar o anular actos contrarios a su orden 
jurídico. No obstante, el artículo 53 del Reglamento prohíbe, en general, el 
“enjuicia[miento]” o la adopción de “represalias” a causa de las “declaraciones 
o [la] defensa legal” ante este Tribunal. Dicha norma tiene por finalidad 
garantizar que quienes intervienen en el proceso ante la Corte puedan 
hacerlo libremente, con la seguridad de no verse perjudicados por tal motivo. 
Por ello, de forma independiente de si la documentación relativa a Willian 
Medina Ferreras y sus familiares es o no nula, o de si existió la comisión 
de un delito, cuestiones que el Estado puede investigar, en el presente 
caso el motivo explícito del inicio de las investigaciones administrativas 
ya referidas, que dieron origen a actuaciones judiciales, fue el hecho de 
que el Estado estuviera siendo demandado en el ámbito internacional. En 
tales circunstancias, la Corte nota que la conducta estatal menoscabó la 
seguridad de actuación procesal que el citado artículo 53 busca proteger. En 
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tal entendido, las actuaciones derivadas de una vulneración al artículo 53 
del Reglamento no pueden ser consideradas válidas por la Corte, pues la 
norma no podría cumplir su cometido si subsistiera la validez de actos 
incoados en transgresión a la misma. Por ello, sin perjuicio de la potestad 
del Estado de realizar acciones, en el marco de la ley interna así como de 
sus obligaciones internacionalmente asumidas, para sancionar acciones 
contrarias al orden jurídico interno, los procesos administrativos y judiciales 
señalados no pueden ser un impedimento para el cumplimiento de ninguna 
de las medidas de reparación ordenadas en la presente Sentencia, inclusive 
la relacionada a la adopción de medidas conducentes a que Willian Medina 
Ferreras, Awilda Medina y Luis Ney Medina cuenten con la documentación 
necesaria para acreditar su identidad y nacionalidad dominicana 

457.  De lo expuesto se deriva, además, que República Dominicana 
debe adoptar, en un plazo de seis meses, las medidas necesarias para dejar 
sin efecto las investigaciones administrativas ya indicadas, así como a los 
procesos judiciales civiles y penales en curso, vinculados a registros y docu
mentación de Willian Medina Ferreras, Awilda Medina, Luis Ney Medina 
y Carolina Isabel Medina. La eventual prosecución de los mismos, y sus 
posibles resultados, carecerán de efectos respecto a dichas víctimas en 
relación con el cumplimiento de la presente Sentencia. 

B.1.1.2.  Víctor Jean, Miguel Jean, Victoria Jean y Natalie Jean

458.  Por otra parte, la Corte ha determinado que la ausencia de registro y 
documentación de Víctor Jean, Miguel Jean, Victoria Jean (fallecida) y Natalie 
Jean, vulneró, inter alia, los derechos al reconocimiento de la personalidad 
jurídica, al nombre y a la nacionalidad de dichas personas, así como por el 
conjunto de dichas violaciones, el derecho a la identidad. Por ello, el Estado 
debe adoptar, en un plazo de seis meses, las medidas que sean necesarias 
para que Víctor Jean, Miguel Jean, Victoria Jean y Natalie Jean, sean, según 
corresponda, debidamente registrados y cuenten con la documentación 
necesaria para acreditar su identidad y nacionalidad dominicana, es decir, 
su acta de nacimiento, y según sea el caso, también su cédula de identidad. 
El Estado no puede supeditar el cumplimiento de lo ordenado al inicio o 
prosecución de procedimiento o trámite alguno por parte de las víctimas o 
sus representantes, ni puede irrogar costo monetario alguno para ellos. 

B.1.1.3.  Marlene Mesidor

459.  El Tribunal advierte que Marlene Mesidor tiene hijos que son 
dominicanos, entre ellos, una hija que actualmente es niña, también es 
víctima del presente caso: Natalie Jean. Por ello, teniendo en cuenta los 
derechos a la protección de la familia, así como los derechos del niño, la 
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Corte considera que el Estado debe adoptar, en un plazo seis meses, las 
medidas necesarias para que Marlene Mesidor pueda residir o permanecer 
en forma regular en el territorio de República Dominicana, junto con sus 
hijos, algunos de los cuales aun son niños, a fin de mantener el núcleo 
familiar unido a la luz de la protección del derecho a la familia.

[…]

B.3.  Garantías de no repetición

[…]

B.3.1.  Medidas de capacitación para operadores estatales en derechos humanos

[…]
465.  En consideración de los hechos y las violaciones declaradas en el caso 

sub judice, este Tribunal considera relevante fortalecer el respeto y garantía de 
los derechos de la población dominicana de ascendencia haitiana y haitiana, 
mediante la capacitación de miembros de las Fuerzas Armadas, agentes de 
control fronterizo y agentes encargados de procedimientos migratorios y 
judiciales, vinculados con materia migratoria a fin de que hechos como los 
del presente caso no se repitan. Para tal fin, considera que el Estado debe 
realizar, dentro de un plazo razonable, programas de capacitación de carácter 
continuo y permanente sobre temas relacionados con dicha población con 
el fin de asegurar que: a) los perfiles raciales no constituyan, de ningún 
modo, el motivo para realizar una detención o expulsión; b) la observancia 
estricta de las garantías del debido proceso durante cualquier procedimiento 
relacionado con la expulsión o deportación de extranjeros; c) no se realicen, 
bajo ningún supuesto, expulsiones de personas de nacionalidad dominicana, 
y d) no se realicen expulsiones de carácter colectivo de extranjeros.

B.3.2.  Adopción de medidas de derecho interno

[…]
468.  La Corte ha establecido que la sentencia TC/0168/13 y los 

artículos 6, 8 y 11 de la Ley No. 169-14 resultan violatorios de la Con
vención Americana. Por lo tanto, República Dominicana debe, en un plazo 
razonable, adoptar las medidas necesarias para evitar que tales actos conti
núen produciendo efectos jurídicos.

469.  La Corte ha establecido que en República Dominicana la irregu
laridad migratoria de los padres extranjeros como un motivo de excepción a 
la adquisición de la nacionalidad en virtud del ius soli resulta discriminatoria 
y por lo tanto vulnera el artículo 24 convencional, y “no [ha] enc[o]ntra[do] 
motivos […] para apartarse de lo dicho en su Sentencia sobre el caso de las 
Niñas Yean y Bosico, en relación con República Dominicana, en el sentido 
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de que el estatus migratorio de una persona no se transmite a sus hijos”. 
Asimismo, este Tribunal ha señalado que la aplicación de este criterio, priva a 
las personas de seguridad jurídica en el disfrute de derecho a la nacionalidad, 
lo que vulnera los artículos 3, 18 y 20 de la Convención, y por el conjunto 
de esas violaciones, el derecho a la identidad. Por lo tanto, de acuerdo con 
la obligación establecida por el artículo 2 de la Convención Americana, el 
Estado debe adoptar, en un plazo razonable, las medidas necesarias para 
dejar sin efecto toda norma de cualquier naturaleza, sea ésta constitucional, 
legal, reglamentaria o administrativa, así como toda práctica, decisión o 
interpretación, que establezca o tenga por efecto que la estancia irregular de 
los padres extranjeros motive la negación de la nacionalidad dominicana a las 
personas nacidas en el territorio de República Dominicana, por resultar tales 
normas, prácticas, decisiones o interpretaciones contrarias a la Convención 
Americana.

470.  Además de lo anterior, con el fin de evitar que hechos como los de 
este caso se repitan, este Tribunal estima pertinente disponer que el Estado 
adopte, en un plazo razonable, las medidas legislativas, inclusive, si fuera 
necesario, constitucionales, administrativas y de cualquier otra índole que 
sean necesarias para regular un procedimiento de inscripción de nacimiento 
que debe ser accesible y sencillo, de modo de asegurar que todas las personas 
nacidas en su territorio puedan ser inscritas inmediatamente después de su 
nacimiento independientemente de su ascendencia u origen y de la situación 
migratoria de los padres142. 

471.  Finalmente, esta Corte considera pertinente recordar, sin perjuicio 
de lo ordenado, que en el ámbito de su competencia “todas las autoridades y 
órganos de un Estado Parte en la Convención tienen la obligación de ejercer 
un ‘control de convencionalidad’”143. 

[…]

142.  Caso Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, párr. 239 a 241. Al respecto, en el párrafo 240 
se establece que “[e]ste Tribunal considera que el Estado, al fijar los requisitos para la inscripción tardía 
de nacimiento, deberá tomar en cuenta la situación especialmente vulnerable de los niños dominicanos 
de ascendencia haitiana. Los requisitos exigidos no deben constituir un obstáculo para obtener la 
nacionalidad dominicana y deben ser solamente los indispensables para establecer que el nacimiento 
ocurrió en la República Dominicana. Al respecto, la identificación del padre o de la madre del niño no 
puede estar limitada a la presentación de la cédula de identidad y electoral, sino que el Estado debe aceptar, 
para tal fin, otro documento público apropiado, ya que la referida cédula es exclusiva de los ciudadanos 
dominicanos. Asimismo, los requisitos deben estar claramente determinados, ser uniformes y no dejar 
su aplicación sujeta a la discrecionalidad de los funcionarios del Estado, garantizándose así la seguridad 
jurídica de las personas que recurran a este procedimiento, y para una efectiva garantía de los derechos 
consagrados en la Convención Americana, de conformidad con el artículo 1.1 de la Convención”.
143.  Cfr. Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 30 de noviembre de 2012. Serie C No. 259, párr. 142, y Caso Norín Catrimán y otros 
(Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, párr. 436.
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